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reproductiva. 
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Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


Asisten los señores Senadores Isaac Alfie, Juan Justo 
Amaro, Enrique Antía, Milton Antognazza, Danilo Astori, 
Juan José Bentancor, Walter Campanella, Carlos Camy, 
Eber Da Rosa, Susana Dalmás, Juan José Domínguez, 
Eleuterio Fernández Huidobro, Reinaldo Gargano, Luis 
Alberto Heber, Gustavo Lapaz, Jorge Larrañaga, Ruperto 
Long, Eduardo Lorier, Rafael Michelini, Carlos Moreira, 
Gustavo Penadés, Margarita Percovich, Eduardo Ríos, Ju- 
lio María Sanguinetti, Víctor Semproni, Héctor Tajam, 
Lucía Topolansky, Víctor Vaillant y Mónica Xavier y los 
señores Representantes Pablo Abdala, Washington Abdala, 
Luis Aguilar, Alvaro Alonso, Alfredo Alvarez, Pablo Alvarez 
López, Beatriz Argimón, Roque Arregui, Alfredo Asti, 
Víctor Barragán, Gloria Benítez, Daniel Bianchi, Eleonora 
Bianchi, José Luis Blasina, Gustavo Borsari Brenna, 
Eduardo Brenta, Juan José Bruno, Irene Caballero, Alfredo 
Cabrera, Rodolfo Caram, José Carlos Cardoso, Julio 
Cardozo Ferreira, Federico Casaretto, Alberto Casas, Raúl 
Casas, Nora Castro, Margarita Catalogne, Alba M. Cocco 
Soto, Roberto Conde, Beatriz Costa, Mauricio Cusano, 
Silvana Charlone, Oldimar Deleón, Alvaro Delgado, Oscar 
Echevarría, Gastón Elola, Carlos Enciso Christiansen, 
Gustavo A. Espinosa, Sandra Etcheverry, Julio César 
Fernández, Luis Galbarini, Antonio Gallicchio, Luis José 
Gallo Imperiale, Carlos Gamou, Javier García, Nora 
Gauthier, Diego Guadalupe, Tabaré Hackenbruch Legnani, 
Uberfil Hernández, Doreen Javier Ibarra, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Alvaro F. Lorenzo, Guido Machado, José Car- 
los Mahía, Rubén Martínez Huelmo, Carlos Maseda, Car- 
los Mazzulo, Arturo Melgar, Artigas Melgarejo, Remo 
Monzeglio, Eloisa Moreira, Gonzalo Mujica, Gonzalo 
Novales, Jorge Orrico, Edgardo Ortuño, Miguel Otegui, 
Gabriel Pais, Ivonne Passada, Darío Pérez Brito, Esteban 
Pérez, Mario Pérez, Pablo Pérez González, Mario 
Perrachón, Enrique Pintado, Jorge Pozzi, Juan A. Roballo, 
Nelson Rodríguez Servetto, Gustavo Rombys, Luis 
Rosadilla, Sonia Rossotti, Javier Salsamendi, Dardo 
Sánchez Cal, Philippe Sauval, Jorge Schiappapietra, Raúl 
Servetto, Pedro Soust, Arthur Souza, Juan C. Souza, 
Gonzalo Texeira, Jaime Mario Trobo, Carlos Varela 
Nestier, Horacio Yanes y Oscar Zabaleta. 


Faltan: con licencia, el señor Presidente, don Rodolfo 
Nin Novoa, los señores Senadores Sergio Abreu, Mariano 
Arana, Alberto Cid, Alberto Couriel, Julio Lara Gilene y 
Jorge Saravia, y los señores Representantes José Amorín 
Batlle, Miguel Asqueta Sóñora, Carlos Baráibar, Bertil R. 
Bentos, Gustavo Bernini, Sergio Botana, Diego Cánepa, 
Heber Clavijo, Richard Charamelo, David Doti Genta, Jor- 
ge Gandini, Carlos González Alvarez, Rodrigo Goñi Rome- 
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ro, Gustavo Guarino, Pablo Iturralde Viñas, Fernando 
Longo Fonsalías, Daniel Mañana, Adriana Peña Hernández, 
Daniel Peña Fernández, Alberto Perdomo Gamarra, Aníbal 
Pereyra, Iván Posada, Edgardo Rodríguez, Jorge Romero 
Cabrera, Hermes Toledo Antúnez, Mónica Travieso y 
Homero Viera; con aviso, los señores Representantes 
Manuel María Barreiro, Germán Cardoso, Daniel García 
Pintos, Daniela Payssé y Alvaro Vega Llanes. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 14 y 47 minutos) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“El Poder Ejecutivo, en ejercicio de las facultades que le 
confiere el artículo 137 y siguientes de la Constitución de 
la República, remite Mensaje a efectos de observar los 
Capítulos II, III y IV artículos 7 a 20 del proyecto de ley por 
el que se establecen normas relacionadas con la salud 
sexual y reproductiva. 

- ALA COMISION DE ASUNTOS LABORALES Y SEGU- 
RIDAD SOCIAL. 


- y remite además: 


- Mensaje al que adjunta copia de la Resolución por la 
cual se autorizó la suscripción del Estatuto para 
integrar el Comité Hidrográfico de la Organización 
Hidrográfica Internacional sobre la Antártica. 


- copia del decreto, de fecha 17 de setiembre de 2008, 
por el que se fija el coeficiente para Qatar, a aplicar 
en la liquidación de haberes y partidas a los funcio- 
narios del Servicio Exterior, con vigencia 1* de julio 
de 2008. 


El Tribunal de lo Contencioso Administrativo remite 
nota comunicando que, con fecha 30 de setiembre del 
corriente año, el doctor Jaime Monserrat Grau tomó pose- 
sión de su cargo de Ministro del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley N* 16.095, de 
26 de octubre de 1989 en la redacción dada por la Ley 
N”* 18.094, de 9 de enero de 2007 y su Decreto Reglamentario 
N* 295/007, de 11 de junio de 2007, remite el informe referen- 
te a las vacantes que se producen en cada Organismo del 
Estado, así como los créditos presupuestales que originan 
esas vacantes. 

- TENGANSE PRESENTES. 
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El Ministerio de Educación y Cultura remite: 


- copias deresoluciones del Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educación Pública 
referente a varias trasposiciones de crédito y trans- 
formaciones de cargos. 


- Copias de resoluciones por las que se dispuso incre- 
mentar retribuciones sujetas a montepío para funcio- 
narios docentes y no docentes, la creación de Pro- 
yecto Educativos y Proyectos de Inversión, y el 
carácter de “dedicación permanente y exclusiva” alos 
cargos inspectivos. 


- copias de Resoluciones del Consejo Directivo Cen- 
tral de la Administración Nacional de Educación 
Pública mediante las cuales se resolvió dejar sin 
efecto la Resolución N* 41 y rectificar la Resolución 
N* 44 y las Actas N* 37 y 52. 


El Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca remite 
copia de una resolución de fecha 4 de setiembre de 2008, 
relacionada con autorización otorgada sobre el derecho de 
propiedad a inmuebles rurales. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite notas de 
fechas 20 y 24 de octubre de 2008, adjuntando copias de 
decretos y resoluciones aprobados en distintas fechas. 


El Ministerio de Defensa Nacional remite Mensaje por el 
que comunica que resolvió realizar una transposición de 
crédito en el Programa 001 “Administración Central del 
Ministerio de Defensa Nacional”. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería remite 
notas comunicando dos contrataciones en calidad de Con- 
trato de Trabajo a Término para: la Autoridad Reguladora 
Nacional de Radio Protección y la Dirección Nacional de 
Minería y Geología y Dirección Nacional de Industrias. 

- TENGANSE PRESENTES. 


La Suprema Corte de Justicia remite: 


- Mensaje N* 50/2008, por el que comunica la transfor- 
mación de tres cargos de Administrativo III, Escala- 
fón V Grado 8 en dos cargos de Jefe de Oficina, 
Escalafón V Grado 12 para ser desempeñados en los 
Juzgados de Paz Departamentales de Libertad y San 
Carlos. 


- Mensaje N” 51/2008, por el que comunica la transfor- 
mación de un cargo de Psicólogo, Escalafón II Grado 
12, en dos cargos de Administrativo IV, Escalafón V 
Grado 7. 


- Oficio N* 587, de 21 de octubre de 2008 comunicando 
la sentencia N* 659. 
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- copias de las resoluciones N* 600 y 700/08, relaciona- 
das con la observación formulada por el Tribunal de 
Cuentas a la liquidación de haberes de los funciona- 
rios del Poder Judicial correspondiente al presu- 
puesto de setiembre de 2008. 


- copiadela Acordada N* 7639, referente a la creación 
del Juzgado Letrado de Primera Instancia de Liber- 
tad, departamento de San José. 


- copia de la Resolución 728/08, relacionada con la 
transformación de cargos para ser desempeñados en 
la División Tecnología Informática. 


El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay remite 
oficio N* 2450 de 2008, referido a transposición de crédito. 


El Consejo de Educación Primaria de la Administración 
Nacional de Educación Pública remite Oficio N* 183/2008, 
en la que resuelve la aprobación de la transposición de 
crédito presupuestal para el Ejercicio 2008. 


El Consejo de Educación Secundaria remite Oficio 
N* 6874/08, adjuntando resolución de fecha 16 de octubre 
de 2008, por la que se refuerza el crédito presupuestal del 
Proyecto 880 “Aulas Comunitarias” Financiación 1.1 Rentas 
Generales, Programa 03, Ejercicio 2008. 

- TENGANSE PRESENTES. 


La Cámara de Representantes remite copia de la versión 
taquigráfica de las palabras pronunciadas por el señor 
Representante Pablo Alvarez López, referidas a la conve- 
niencia de contar en las Comisiones de ese Cuerpo con 
traductores del idioma inglés en ocasión de recibira visitan- 
tes que no se expresen en castellano. 

- TENGASE PRESENTE. 


La Comisión Administrativa del Poder Legislativo eleva 
recurso de revocación y jerárquico ante la Asamblea Gene- 
ral presentado por la empresa Carlos Omar Zagarralde con- 
tra la Resolución de Secretaría de la Comisión Administra- 
tiva, de fecha 31 de julio de 2008. 


El Tribunal de Cuentas remite: 


- Oficios por los que comunica haber dictado resolu- 
ciones con relación a diversos órganos y organismos 
del Estado, cuya nómina se publica en el Diario de 
Sesiones de la Asamblea General y están disponibles 
en la página WEB del Parlamento. 


- Oficios cuya resolución es mantener las observacio- 
nes oportunamente formuladas a: Ministerio de Trans- 
porte y Obas Públicas, OSE, ANTEL, Presidencia de 
la República, y Centro Departamental de Florida, 
INAU, ANEP, Instituto del Niño y el Adolescente, 
Ministerio de Salud Pública, Ministerio de Desarro- 
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llo Social, UTE, Ministerio de Vivienda, Ordenamien- 
to erritorio y Medio Ambiente. 


- Oficios cuya resolución es ratificar las observacio- 
nes formuladas a: UTE, OSE, ANTEL Administración 
Nacional de Correos, AFE, Instituto del Niño y Ado- 
lescente, Instituto Nacional de Colonización, Ministe- 
rio de Defensa Nacional, Facultad de Ciencias Sociales, 
BHU, BSE, Facultad de Arquitectura, ANEP, INAU, 
Presidencia de la República, Ministerio de Salud 
Pública, BCU, Universidad de la República, Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social, Corte Electoral. 


- Resoluciones relacionadas con Informes de Auditoría 
referidos: ANEP, Instituto Nacional de Carnes, Mi- 
nisterio de Desarrollo Social, Escuela Horizonte, 
MEVIR, Instituto Nacional de Calidad, Secretariado 
Uruguayo de la Lana, Dirección Nacional de Impre- 
siones Oficiales, Instituto Nacional de Semillas, BCU. 


- Oficios N* 6667/08 cuya resolución es observar a 
Contaduría General de la Nación. 


- Resoluciones adoptadas referentes a Dictamen Cons- 
titucional de: Intendencias Municipales de Montevi- 
deo, Rivera, Salto, Rocha, Soriano, Paysandú, Duraz- 
no, Río Negro, Tacuarembó, Lavalleja, Flores, Artigas, 
Maldonado, Canelones, Treinta y Tres, Colonia, Flo- 
rida, San José y Cerro Largo, BHU, BCU, AFE, BROU, 
BPS, BSE. 


- Resolución de fecha 1” de octubre de 2008, por la que 
acuerda observar el gasto relacionado con la contra- 
tación de la Licenciada en Bibliotecología señora 
Claudia Lerena Lasala para la Junta Asesora en Ma- 
teria Económico Financiera del Estado. 


- Oficio N* 7174/08 por el que acuerda tomar conoci- 
miento de la remisión de los Estados Contables de 
TCP al 31/12/07. 

- ALA COMISIÓN DE HACIENDA Y PRESUPUESTO. 


La Junta Departamental de Montevideo remite expedien- 
te y comunica, de conformidad con el artículo 225 de la 
Constitución de la República, que no acepta las observa- 
ciones formuladas por el Tribunal de Cuentas de la Repúbli- 
ca ala Modificación Presupuestal de la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo, a regir a partir de 1” de enero de 2009. 


La Junta Departamental de Maldonado remite expedien- 
te y comunica, de conformidad con el artículo 225 de la 
Constitución de la República, que no acepta las observacio- 
nes formuladas por el Tribunal de Cuentas de la República 
a la Adecuación Presupuestal de la Intendencia Municipal 
de Maldonado, para el período 2008-2010. 


La Junta Departamental de Tacuarembó remite expedien- 
te y comunica, de conformidad con el inciso final del ar- 
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tículo 225 de la Constitución dela República, que no acepta 
las observaciones formuladas por el Tribunal de Cuentas de 
la República ala Modificación Presupuestal 2008-2010 del 
Gobierno Departamental. 

- ALA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGISLACION. 


La Junta Departamental de Rocha remite expediente y 
comunica, de conformidad conel artículo 225 de la Cons- 
titución de la República, que no acepta las observaciones 
formuladas por el Tribunal de Cuentas de la República a la 
Modificación Presupuestal de la Intendencia Municipal de 
Rocha, para el período 2009-2010. 


La Junta Departamental de Florida remite expediente y 
comunica, de conformidad con el inciso final del artículo 
225 de la Constitución de la República, que no acepta las 
observaciones formuladas por el Tribunal de Cuentas de la 
República a la Modificación Presupuestal de la Intendencia 
Municipal de Florida para los ejercicios 2009-2010. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION. 


La Junta Departamental de Soriano remite copia de la 
sesión extraordinaria de fecha 18 de setiembre de 2008, en la 
cual se recibió a integrantes del Movimiento Nacional de 
Defensa de la Tierra (MONADET) para tratar el tema de la tierra. 

- TENGASE PRESENTE. 


El señor Hugo Lorenzo, en ejercicio del derecho de 
petición establecido en el artículo 30 de la Constitución de 
la República, presenta un planteamiento referido al proyec- 
to de ley a estudio del Parlamento por el que se crea la 
Institución Nacional de Derechos Humanos. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION.” 


4) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 29 del Reglamento de la Asamblea 
General, dese cuenta de las inasistencias a las anteriores 
convocatorias, en el caso de que existieran. 


(Se da de las siguientes:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


A la sesión extraordinaria del día 23 de setiembre de 2008 
faltaron, con aviso, los señores Legisladores Pablo Abdala, 
Abreu, Alvaro Alonso, Amorín, Manuel Barreiro, Basanta, 
Bentos, Borsari, Botana, Bruno, Germán Cardoso, Julio 
Cardozo, Casas, Charamelo, Alvaro Delgado, Doti, Espinosa, 
Etcheverry, Gandini, Carlos González, Goñi, Iturralde, Lacalle 
Pou, Larrañaga, Long, Lorier, Guido Machado, Mañana, 
Mazzulo, Carlos Moreira, Mary Pacheco, Daniel Peña, 
Adriana Peña, Ríos, Romero, Dardo Sánchez, Sanguinetti, 
Gonzalo Texeira y Homero Viera; y sin aviso, los señores 
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Legisladores Pablo Alvarez, Antía, Juan Bentancor, Blasina, 
José Cardoso, Cocco, Beatriz Costa, Fernández Huidobro, 
Gallinal, Gallo, Luis A. Heber, Groba, Lara Gilene, Longo, 
Mahía, Maseda, Gonzalo Mujica, Orrico, Darío Pérez, Este- 
ban Pérez, Pozzi, Salsamendi, Semproni y Carlos Varela. 


A la sesión extraordinaria de fecha 30 de setiembre de 
2008 de la hora 13:30 faltaron, con aviso, los señores Legis- 
ladores Abreu, Alvaro Alonso, Amaro, Argimón, José 
Cardoso, Casas, Couriel, Doti, Espinosa, Etcheverry, Julio 
Fernández, Javier García, Luis García, García Pintos, Goñi, 
Lacalle Pou, Long, Novales, Perdomo, Nelson Rodríguez, 
Romero, Rosadilla, Soust y Juan Souza; y, sin aviso, los 
señores Legisladores Gallinal, Gallo, Lara Gilene, Ibarra y 
Gustavo Penadés. 


Y a la sesión extraordinaria de fecha 30 de setiembre de 
2008, de la hora 14 faltaron, con aviso, los señores Legisladores 
Abreu, Alvaro Alonso, Amaro, José Cardoso, Casas, Couriel, 
Doti, Espinosa, Etcheverry, Julio Fernández, Javier García, 
Luis García, García Pintos, Goñi, Lacalle Pou, Novales, 
Perdomo, Nelson Rodríguez, Romero, Soust y Juan Souza; 
y, sin aviso, los señores Legisladores Gallo e Ibarra. 


5) DEFENSA DEL DERECHO A LA SALUD SEXUAL 
Y REPRODUCTIVA 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Asamblea General ha sido 
citada en el día de hoy a fin de dar cuenta de los asuntos 
entrados, entre los cuales se encuentra el Mensaje remitido 
por el Poder Ejecutivo por el cual, en ejercicio de las facul- 
tades que le confiere el artículo 137 y siguientes de la 
Constitución de la República, comunica que ha resuelto 
observar los Capítulos Il, [II y IV, artículos 7% a 20 del 
proyecto de ley por el que se establecen normas relaciona- 
das con la salud sexual y reproductiva. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 219/08 
Rep. N* 23/08 


Ministerio de Salud Pública 
Montevideo, 14 de noviembre de 2008. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo se dirige a ese Cuerpo en ejercicio de 
las facultades que le confiere el artículo 137 y siguientes de 
la Constitución de la República a los efectos de observar 
los Capítulos II, Ill y IV artículos 7 a 20 del Proyecto de Ley 
por el que se establecen normas relacionadas con la salud 
sexual y reproductiva sancionado por el Poder Legislativo. 


Se observan en forma total por razones de consti- 
tucionalidad y conveniencia las citadas disposiciones por 
los fundamentos que se exponen a continuación. 
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Hay consenso en que el aborto es un mal social que hay 
que evitar. Sin embargo, en los países en que se ha liberalizado 
el aborto, éstos han aumentado. En los Estados Unidos en los 
primeros diez años se triplicó, y la cifra se mantiene: la 
costumbre se instaló. Lo mismo sucedió en España. 


La legislación no puede desconocer la realidad de la 
existencia de vida humana en su etapa de gestación, tal 
como de manera evidente lo revela la ciencia. La biología ha 
evolucionado mucho. Descubrimientos revolucionarios, 
como la fecundación in Vitro, y el ADN con la secuenciación 
del genoma humano, dejan en evidencia que desde el mo- 
mento de la concepción hay allí una vida humana nueva, un 
nuevo ser. Tanto es así que en los modernos sistemas 
jurídicos -incluido el nuestro- el ADN se ha transformado en 
la “prueba reina” para determinar la identidad de las perso- 
nas, independientemente de su edad, e incluso, en hipóte- 
sis de devastación, o sea, cuando prácticamente ya no 
queda nada del ser humano, aun luego de mucho tiempo. 


El verdadero grado de civilización de una nación se mide 
en cómo se protege a los más necesitados. Por eso se debe 
proteger más, a los más débiles. Porque el criterio no es ya 
el valor del sujeto en función de los afectos que suscita en 
los demás, o de la utilidad que presta, sino el valor que 
resulta de su mera existencia. 


Esta ley afecta el orden constitucional (artículos 7*, 8?, 
36, 40, 41, 42, 44,72 y 332) y compromisos asumidos por 
nuestro País en tratados internacionales, entre otros Pacto 
de San José de Costa Rica aprobado por Ley N* 15.737, de 8 
de marzo de 1985 y Convención Sobre los Derechos del Niño 
aprobada por Ley N? 16.137, de 28 de setiembre de 1990. 


En efecto, disposiciones como el artículo 42 de nuestra 
Carta que obliga expresamente a proteger a la maternidad, y el 
Pacto de San José de Costa Rica -convertido además en ley 
interna como manera de reafirmar su adhesión a la protección 
y vigencia de los derechos humanos- contiene disposiciones 
expresas, como su artículo 2? y su artículo 4, que obligan 
a nuestro País a proteger la vida del ser humano desde su 
concepción. Además le otorgan el status de persona. 


Si bien una ley puede ser derogada por otra ley no 
sucede lo mismo con los tratados internacionales, los que 
no pueden ser derogados por una ley interna posterior. Si 
Uruguay quiere seguir una línea jurídico política diferente 
a la que establece la Convención Americana de Derechos 
Humanos debería denunciar la mencionada Convención 
(Art. 78 de la referida Convención). 


Por otra parte, al regular la objeción de conciencia de 
manera deficiente, el proyecto aprobado genera una fuente 
de discriminación injusta hacia aquellos médicos que en- 
tienden que su conciencia les impide realizar abortos, y 
tampoco permite ejercer la libertad de conciencia de quien 
cambia de opinión y decide no realizarlos más. 


Nuestra Constitución sólo reconoce desigualdades ante 
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la ley cuando se fundan en los talentos y virtudes de las 
personas. Aquí, además, no se respeta la libertad de pensa- 
miento en un ámbito por demás profundo e íntimo. 


Este texto también afecta la libertad de empresa y de 
asociación, cuando impone a instituciones médicas, con 
estatutos aprobados según nuestra legislación, y que vie- 
nen funcionando desde hace más de cien años en algún 
caso, a realizar abortos, contrariando expresamente sus 
principios fundacionales. 


El proyecto, además, califica erróneamente, y de manera 
forzada, contra el sentido común, el aborto como acto médico, 
desconociendo declaraciones internacionales, como las de 
Helsinki y Tokio, que han sido asumidas en el ámbito del 
MERCOSUR, que vienen siendo objeto de internaliza-ción 
expresa en nuestro país desde 1996, y que son reflejo de los 
principios de la medicina hipocrática que caracterizan al 
médico por actuar a favor de la vida y de la integridad física. 


De acuerdo a la idiosincrasia de nuestro pueblo, es más 
adecuado buscar una solución basada en la solidaridad, 
que permita promocionar a la mujer y a su criatura, otorgán- 
dole la libertad de poder optar por otras vías, y de esta 
forma, salvar a los dos. 


Es menester atacar las verdaderas causas del aborto en 
nuestro país y que surgen de nuestra realidad socio-econó- 
mica. Existe un gran número de mujeres, particularmente de 
los sectores más carenciados, que soportan la carga del 
hogar solas. Para ello, hay que rodear a la mujer desampa- 
rada de la indispensable protección solidaria, en vez de 
facilitarle el aborto. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su mayor 
consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; María Julia Muñoz. 


PODER LEGISLATIVO 


El Senado y la Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General, 


DECRETAN 
CAPITULOI 
Delos Derechos Sexuales y Reproductivos 


ARTICULO 1”. (Deberes del Estado).- El Estado garan- 
tizará condiciones para el ejercicio pleno de los derechos 
sexuales y reproductivos de toda la población. A tal efecto, 
promoverá políticas nacionales de salud sexual y 
reproductiva, diseñará programas y organizará los servi- 
cios para desarrollarlos, de conformidad con los principios 
y normas que se establecen en los artículos siguientes. 
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ARTICULO 2“. (Objetivos generales).- Las políticas y 
programas de salud sexual y reproductiva tendrán los si- 
guientes objetivos generales: 


a) universalizar en el nivel primario de atención la co- 
bertura de salud sexual y reproductiva, fortaleciendo 
la integralidad, calidad y oportunidad de las presta- 
ciones con suficiente infraestructura, capacidad y 
compromiso de los recursos humanos y sistemas de 
información adecuados; 


b) garantizar la calidad, confidencialidad y privacidad 
de las prestaciones; la formación adecuada de los 
recursos humanos de la salud tanto en aspectos 
técnicos y de información como en habilidades para 
la comunicación y trato; la incorporación de la pers- 
pectiva de género en todas las acciones y las condi- 
ciones para la adopción de decisiones libres por 
parte de los usuarios y las usuarias; 


c) asegurar el respeto a los derechos sexuales y 
reproductivos de las personas institucionalizadas o 
en tratamiento asistencial, como parte de la 
integralidad bio-sico-social de la persona; 


d) capacitar a las y los docentes de los ciclos primario, 
secundario y terciario para la educación en el ejercicio 
de los derechos sexuales y reproductivos como parte 
de una ciudadanía plena y en el respeto de los valores 
de referencia de su entorno cultural y familiar; 


e) impulsar en la población la adopción de medidas de 
promoción de la salud y de prevención de la enferme- 
dad y estimular la atención institucional de los temas 
prioritarios en salud sexual y reproductiva; 


f) promover la coordinación interinstitucional y la par- 
ticipación de redes sociales y de usuarios y usuarias 
de los servicios de salud para el intercambio de infor- 
mación, educación para la salud y apoyo solidario. 


ARTICULO 3". (Objetivos específicos).- Son objetivos 
específicos de las políticas y programas de salud sexual y 
reproductiva: 


a) difundir y proteger los derechos de niños, niñas, 
adolescentes y personas adultas en materia de infor- 
mación y servicios de salud sexual y reproductiva; 


b) prevenir la mobimortalidad materna y sus causas; 


c) promover el parto humanizado garantizando la intimi- 
dad y privacidad; respetando el tiempo biológico y 
psicológico y las pautas culturales de la protagonis- 
ta y evitando prácticas invasivas o suministro de 
medicación que no estén justificados; 


d) promover el desarrollo de programas asistenciales 
con la estrategia de disminución del riesgo y daño 
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£) 


h) 


3) 


k) 


D 


que incluyen un protocolo en la atención integral a 
los casos de “embarazo no deseado-no aceptado” 
desde un abordaje sanitario comprometido con los 
derechos sexuales y reproductivos como derechos 
humanos; 


promover la maternidad y paternidad responsable y 
la accesibilidad a su planificación; 


garantizar el acceso universal a diversos métodos 
anticonceptivos seguros y confiables; 


incluir la ligadura tubaria y la vasectomía con con- 
sentimiento informado de la mujer y del hombre, 
respectivamente; 


fortalecer las prestaciones de salud mental desde la 
perspectiva del ejercicio de los derechos sexuales y 
reproductivos, la prevención de la violencia física, 
sicológica, sexual y las conductas discriminatorias; 


prevenir y tratar las enfermedades crónico-dege- 
nerativas de origen genito-reproductivas; 


promover climaterios saludables desde la educación 
para la salud; 


prevenir y reducir el daño de las infecciones de 
transmisión sexual; 


prevenir y reducir el daño de los efectos del consumo 
de sustancias adictivas legales e ilegales. 


ARTICULO 4". (Institucionalidad y acciones).- Para el 
cumplimiento de los objetivos generales y específicos enu- 
merados en los artículos 2? y 3? de la presente ley, corres- 
ponde al Ministerio de Salud Pública: 


a) 


l. dictar normas específicas para la atención inte- 
gral de la salud sexual y reproductiva de niños, 
niñas y adolescentes y capacitar los recursos 
humanos para los servicios correspondientes. 


2. impulsar campañas de promoción del ejercicio 
saludable y responsable de los derechos sexuales 
y reproductivos; 


3. implementar acciones de vigilancia y control de la 
gestión sanitaria en salud sexual y reproductiva 
en el nivel local y nacional; 


4. desarrollar acciones de vigilancia epidemiológica 
de los eventos que afectan la salud sexual y 
reproductiva. 


5. fortalecer el sistema de información sanitario como 
herramienta para conocer el desarrollo nacional 
de la salud sexual y reproductiva de la población; 
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6. promover la investigación en salud sexual y 
reproductiva como insumo para la toma de deci- 
siones políticas y técnicas. 


1. Promover la captación precoz de las embarazadas 
para el control de sus condiciones de salud; 


2. implementar en todo el territorio nacional la nor- 
mativa sanitaria vigente (Ordenanza 369/04, de 
6/8/2004 del MSP) acerca de la atención integral 
en los casos de embarazo no deseado-no acepta- 
do, denominada “Asesoramiento para la materni- 
dad segura, medidas de protección materna frente 
al aborto provocado en condiciones de riesgo”; 


3. dictar normas que incluyan el enfoque de dere- 
chos sexuales y reproductivos para el seguimien- 
to del embarazo, parto, puerperio y etapa neonatal; 


4. promover la investigación y sistematización so- 
bre las principales causas de mortalidad materna, 
incluidos los motivos de la decisión voluntaria de 
interrupción del embarazo y métodos utilizados 
para concretarla. 


Brindar información suficiente sobre el trabajo de 
parto, parto y post parto, de modo que la mujer puede 
elegir las intervenciones médicas si existieren distin- 
tas alternativas. 


1. Promover la participación comprometida de los 
hombres en la prevención de la salud de las mu- 
jeres, así como en la maternidad y paternidad 
responsables; 


2. promover cambios en el sistema de salud que 
faciliten a los hombres vivir plenamente y con 
responsabilidad su sexualidad y reproducción. 


1. Apoyara las parejas y personas en el logro de sus 
metas en materia de sexualidad y reproducción, con- 
tribuyendo al ejercicio del derecho a decidir el nú- 
mero de hijos y el momento oportuno para tener- 
los; 


2. protocolizar la atención sanitaria en materia de 
anticoncepción e infertilidad. 


1. Brindar atención integral de calidad y derivación 
oportuna a las personas de cualquier edad que sufran 
violencia física, sicológica o sexual, en los términos 
de la Ley N* 17.514, de 2 de julio de 2002 y del Plan 
Nacional de Lucha contra la Violencia Doméstica y 
Sexual; 


2. detectar la incidencia en la morbi-mortalidad ma- 
terna de la violencia física, sicológica y sexual, a 
los efectos de fijar metas para su disminución; 
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3. protocolizar la atención a víctimas de violencia 
física, sicológica y sexual; 


4. incorporar a la historia clínica indicadores para 
detectar situaciones de violencia física, sicológica 
o sexual. 


g) Impulsar campañas educativas de prevención de las 
enfermedades crónico degenerativas de origen génito- 
reproductivo desde la perspectiva de la salud sexual 
y reproductiva. 


h) Dictar normas para la atención integral de la salud de 
hombres y mujeres en la etapa del climaterio, incorpo- 
rando la perspectiva de género y los derechos sexuales 
y reproductivos, con el objetivo de mejorar la calidad 
de vida y disminuir la morbi-mortalidad vinculada a 
patologías derivadas de esta etapa del ciclo vital. 


1) 1. Promover en todos los servicios de salud sexual 
y reproductiva la educación, información y orien- 
tación sobre los comportamientos sexuales res- 
ponsables y los métodos eficaces de prevención 
de las infecciones de transmisión sexual en todas 
las etapas etarlas; 


2. proporcionar a las mujeres desde antes de la edad 
reproductiva la información y los tratamientos 
necesarios para evitar la transmisión de las Infec- 
ciones de Transmisión Sexual (ITS) en situacio- 
nes de embarazo y parto; 


3. impulsar campañas educativas que combatan la 
discriminación hacia las personas que conviven 
con enfermedades de transmisión sexual, y prote- 
ger sus derechos individuales, incluyendo el de- 
recho a la confidencialidad; 


4. investigar y difundir los resultados sobre la inci- 
den-cia y mecanismos de transmisión del VIH- 
SIDA y otras Infecciones de Transmisión Sexual 
(ITS) en diferentes grupos poblacionales, inclui- 
dos los recién nacidos, con miras a focalizar las 
acciones de autocuidado específicas. 


ARTICULO $". (Coordinación).- En el cumplimiento de 
los objetivos establecidos en los artículos 2” y 3% de la 
presente ley, así como en la ejecución de las acciones a su 
cargo, el Ministerio de Salud Pública coordinará con las 
dependencias del Estado que considere pertinentes. 


ARTICULO €”. (Universalidad de los servicios).- Los 
servicios de salud sexual y reproductiva en general y los de 
anticoncepción en particular, formarán parte de los progra- 
mas integrales de salud que se brinden a la población. 
Dichos servicios contemplarán: 


a) la inclusión de mujeres y varones de los diferentes 
tramos etarios en su población objetivo; 
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b) el involucramiento de los sub-sectores de salud pú- 
blica y privada; 


c) lajerarquización del primer nivel de atención; 
d) la integración de equipos multidisciplinarios; 


e) la articulación de redes interinstitucionales e intersec- 
toriales, particularmente con el sector educativo; 


f) la creación de servicios de atención a la salud sexual 
y reproductiva para el abordaje integral de los dere- 
chos sexuales y reproductivos como derechos huma- 
nos. 


CAPITULO II 


Dela interrupción voluntaria del embarazo 


ARTICULO?7?”. (Derecho de la mujer).- En el ejercicio de 
los derechos sexuales y reproductivos que reconoce y prote- 
ge la presente ley, toda mujer puede decidir la interrupción de 
suembarazo durante las primeras doce semanas de gravidez, 
en las condiciones que determina el artículo siguiente. 


ARTICULO $”. (Condiciones).- Para ejercer el derecho 
reconocido en el artículo anterior, la mujer alegará ante el 
médico circunstancias derivadas de las condiciones en que 
ha sobrevenido la concepción, situaciones de penunria 
económica, sociales, familiares o etarias, que a su criterio le 
impidan continuar con el embarazo en curso. 


Su voluntad deberá quedar asentada en el consentimiento 
previo informado, diseñado específicamente a tales fines. 


ARTICULO". (Deberes del médico).- El médico deberá: 


a) brindar información y apoyo a la mujer respecto de la 
interrupción voluntaria del embarazo, antes, durante 
y después de adoptar una decisión; 


b) informar a la mujer sobre las posibilidades de adop- 
ción y los programas disponibles de apoyo, brindán- 
dole los asesoramientos pertinentes de los equipos 
especializados; 


c) recoger la voluntad documentada de la mujer de 
interrumpir el proceso de gravidez, avalada con su 
firma y adjuntarla a la historia clínica de la misma; 


d) dejar constancia en la historia clínica que se informó 
a la mujer en cumplimiento de lo establecido en los 
literales a) y b) del presente artículo, así como de 
métodos de anticoncepción. 


ARTICULO 10. (Restricciones).- Fuera de lo estableci- 
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do en el artículo 7? de la presente ley, la interrupción de un 
embarazo sólo podrá realizarse: 


a) cuando la gravidez implique un grave riesgo para la 
salud de la mujer, o para salvar su vida; 


b) cuando se verifique un proceso patológico que pro- 
voque malformaciones congénitas incompatibles con 
la vida extrauterina, de acuerdo a los conocimientos 
científicos disponibles. 


En todos los casos se deberá someter la decisión de 
interrupción a consideración de la mujer siempre que su 
salud lo permita. 


Asimismo se dará intervención al Comité de Etica de la 
Institución respectiva que deberá expedirse en un plazo 
acorde a la realidad del caso. 


ARTICULO 11. (Consentimiento de niñas y adolescen- 
tes).- En los casos de adolescentes o niñas el médico 
recabará su consentimiento así como el asentimiento de al 
menos uno de sus representantes legales o, en caso de 
ausencia o inexistencia de estos, de la persona encargada 
de su cuidado. 


ARTICULO 12. (Autorización judicial).- Cuando por 
cualquier causa se niegue el asentimiento previsto en el 
artículo anterior o sea imposible obtenerlo, la adolescente 
o la niña que quiera interrumpir su embarazo podrán acudir 
aljuez letrado con competencia en materia de familia espe- 
clalizado, quien autorizará la interrupción del embarazo 
siempre que se cumplan los plazos y condiciones previstas 
en los artículos 79, 8? y 10 de la presente ley. La adolescente 
o la niña deberá comparecer personalmente con asistencia 
letrada. El procedimiento será verbal y el juez, previa au- 
diencia, resolverá en el plazo máximo de cinco días a partir 
del momento de la presentación de la petición ante la sede, 
habilitando horario inhábil si fuera menester. 


ARTICULO 13. (Consentimiento de personas declara- 
das incapaces).- En los casos de incapacidad declarada 
judicialmente, el asentimiento para la interrupción del em- 
barazo lo prestará preceptivamente el juez letrado con com- 
petencia en familia especializado a solicitud de la persona 
declarada incapaz, a solicitud del curador respectivo rigien- 
do igual procedimiento y plazo que el establecido en el 
artículo 12 de la presente ley. 


CAPITULO III 
Disposiciones generales 


ARTICULO 14. (Acto médico sin valor comercial).- Las 
interrupciones de embarazo que se practiquen según los 
términos que establece esta ley, serán consideradas acto 
médico sin valor comercial. Todos los servicios de asisten- 
cia médica integral, tanto públicos como privados habilita- 
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dos por el Ministerio de Salud Pública, tendrán la obliga- 
ción de llevar a cabo este procedimiento a sus beneficiarias 
que lo soliciten, en el marco de lo preceptuado en el artículo 
8”, siendo efectuado en todos los casos por médico 
ginecotocólogo, en las hipótesis previstas en esta ley. 


En el caso de las condiciones previstas en el artículo 10 
literal a) no será necesaria la presencia de un médico 
ginecotocólogo. 


Será de responsabilidad de todas las instituciones seña- 
ladas en este artículo el establecer las condiciones técnico- 
profesionales y administrativas necesarias para posibilitar 
a las mujeres el acceso a dichas intervenciones en los plazos 
que establece la presente ley. 


ARTICULO 15. (Objeción de conciencia).- Aquellos 
médicos o miembros del equipo quirúrgico que tengan 
objeciones de conciencia para intervenir en los actos médi- 
cos a que hace referencia la presente ley, deberán hacerlo 
saber a las autoridades de las instituciones a las que perte- 
nezcan dentro de los treinta días contados a partir de la 
promulgación de la misma. Quienes ingresen posteriormen- 
te, deberán manifestar su objeción en el momento en que 
comiencen a prestar servicios. 


Los profesionales y técnicos que no hayan expresado 
objeción, no podrán negarse a efectuar las intervenciones. 


Lo dispuesto en el presente artículo no es aplicable en 
los casos graves y urgentes en los cuales la intervención es 
indispensable. 


ARTICULO 16. (Reserva).- El médico y los equipos de 
salud que intervengan en un aborto o sus complicaciones 
deberán mantener la confidencialidad por respeto a la liber- 
tad de las personas y sus derechos individuales, dando 
cuenta del hecho, sin revelación de nombres, al sistema 
estadístico del Ministerio de Salud Pública. 


ARTICULO 17. (Alcance).- Sólo podrán ampararse en 
las disposiciones contenidas en esta ley los habitantes de 
la República que acrediten fehacientemente su residencia 
habitual en su territorio durante un período no inferior a 42 
semanas. 


CAPITULO IV 
De la modificación del delito de aborto 


ARTICULO 18.-Sustitúyense los artículos 325 y 325 bis 
del Capítulo IV, Título XII, del Libro II del Código Penal, 
promulgado por la Ley N* 9.155, de 4 de diciembre de 1933 
y modificado por la Ley N? 9.763, de 24 de enero de 1938, por 
los siguientes: 


“ARTICULO 325. (Delito de aborto).- La mujer que 
causare la interrupción del proceso fisiológico de su 
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gravidez, o la consintiera, fuera de las circunstancias, 
plazos y condiciones autorizadas en la ley, será castiga- 
da con pena de tres a nueve meses de prisión. 


ARTICULO 325 bis. (Colaboración en el aborto con 
consentimiento de la mujer).- El que colabore en la 
interrupción del proceso fisiológico de la gravidez, con 
consentimiento de la mujer, fuera de las circunstancias, 
plazos y condiciones autorizadas en la ley, será castiga- 
do con seis a veinticuatro meses de prisión”. 


ARTICULO 19.- Elimínase el numeral 5? del artículo 328 
del Código Penal, promulgado por la Ley N* 9.155, de 4 de 
diciembre de 1933 y modificado por la Ley N* 9.763, de 24 de 
enero de 1938. 


ARTICULO 20.- Sustitúyese el artículo 2? de la Ley 
N? 9.763, de 24 de enero de 1938, por el siguiente: 


“ARTICULO 2” (Procedimiento).- Cuando se denunciare 
un delito de aborto, el Juez competente procederá en 
forma sumaria y verbal a la averiguación de los hechos, 
consignando el resultado en acta. Si de las indagaciones 
practicadas se llegara a la conclusión de que no existe 
prueba o de que el hecho es lícito, mandará clausurar los 
procedimientos, siendo su resolución inapelable. En los 
demás casos se continuará el procedimiento, observán- 
dose los trámites ordinarios”. 


CAPITULO V 


Disposiciones finales 


ARTICULO 21.- Incorpórase al Código de la Niñez y la 
Adolescencia el siguiente artículo: 


“ARTICULO 11 bis. (Información y acceso a los servi- 
cios de salud).- Todo niño, niña o adolescente tiene dere- 
cho a la información y acceso a los servicios de salud, 
inclusive los referidos a la salud sexual y reproductiva, 
debiendo los profesionales actuantes respetar la 
confidencialidad de la consulta y ofrecerle las mejores 
formas de atención y tratamiento cuando corresponda. 


De acuerdo a la edad del niño, niña o adolescente se 
propenderá a que las decisiones sobre métodos de pre- 
vención de la salud sexual u otros tratamientos médicos 
que pudieran corresponder, se adopten en concurrencia 
con sus padres u otros referentes adultos de su confian- 
za, debiendo respetarse en todo caso la autonomía pro- 
gresiva de los adolescentes. 


En caso de existir riesgo grave para la salud del niño, 
niña o adolescente y no pudiera llegarse a un acuerdo 
con éste o con sus padres o responsables del mismo en 
cuanto al tratamiento a seguir, el profesional podrá 
solicitar el aval del Juez competente en materia de dere- 
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chos vulnerados o amenazados de niños, niñas y adoles- 
centes, quienes a tales efectos deberá recabar la opinión 
del niño, niña o adolescente, siempre que sea posible”. 


ARTICULO 22. (Derogaciones).- Deróganse todas las 
disposiciones que se opongan a lo dispuesto en la presente 
ley. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Monte- 
video, a 11 de noviembre de 2008. 


Rodolfo Nin Novoa 
Presidente 
Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SENORA PERCOVICH.- Solicito que se considere sobre 
tablas el veto que el señor Presidente de la República ha 
interpuesto a algunos artículos del proyecto de ley de 
defensa del derecho a la salud sexual y reproductiva. 


Asimismo, quiero señalar a los integrantes de la Asam- 
blea General que los Partidos con representación parlamen- 
taria, hemos acordado que en primer lugar se realicen las 
intervenciones y que luego, en el momento de la votación 
nominal, no haya fundamentos de voto, a los efectos de que 
la reunión sea más breve. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da por la señora Legisladora Percovich. 


(Se vota:) 
-111en 116. Afirmativa. 


En consecuencia, se somete a consideración las obser- 
vaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo a los Capítu- 
los II, HI y TV, artículos 7* a 20 del proyecto de ley por el que 
se establecen normas relacionadas con la salud sexual y 
reproductiva. 


La Mesa informa al Cuerpo que hay quince Legisladores 
anotados para hacer uso de la palabra. 


Iniciando la lista de oradores, tiene la palabra la señora 
Legisladora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: el Poder Ejecuti- 
vo, en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 
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137 y siguientes de la Constitución, ha observado los 
Capítulos II, MI y IV del proyecto de ley de defensa del 
derecho a la salud sexual y reproductiva. 


En el día de hoy, los Legisladores, amparados en el 
artículo 137 de la Carta, estamos reunidos para considerar 
dicho veto y, eventualmente, con tres quintos de presentes 
de cada Cámara, levantar o no las observaciones interpues- 
tas por el Poder Ejecutivo. 


Previamente, debemos realizar dos precisiones. Desde 
siempre es conocida la discrepancia existente entre la opi- 
nión fundada del señor Presidente de la República y la de la 
mayoría de la Bancada oficialista. Sin duda, esa no ha sido 
una novedad al momento de interponer este veto. 


Por otra parte, la existencia o no de votos -de acuerdo 
con lo que resulte de esta reunión- para levantar el veto, no 
es Óbice para que cumplamos con la disposición constitu- 
cional que nos permite hacerlo, llevando a cabo el trámite 
legislativo que ratifica, en los casos en que hemos votado 
por convicción esta norma legal, los argumentos contrarios 
a los vetos interpuestos en la remisión. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita a los señores 
Legisladores que hagan silencio. 


Puede continuar la señora Senadora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Luego de formuladas las dos aclara- 
ciones previas, vamos directamente a los argumentos que 
plantea el veto remitido por el Poder Ejecutivo. Queremos 
hacer algunas precisiones que se basan en las informacio- 
nes que manejamos durante el largo estudio que este pro- 
yecto de ley mereció en ambas Cámaras, en más de una 
Legislatura. Es conocida la existencia de una asociación 
civil profesional de la salud, multidisciplinaria, como lo es 
Iniciativas Sanitarias, que cuenta con profesionales médi- 
cos y médicas, obstetras, parteras, psicólogos, asistentes 
sociales y licenciados en enfermería quienes, entre otros, 
visitaron cada una de las Comisiones de Salud Pública de 
ambas Cámaras con el fin de asesorarlas. 


En algunos casos, en aras de realizar la argumentación 
científica del proyecto de ley, nos remitiremos a la docu- 
mentación que seguramente todos los Legisladores recibi- 
mos en los últimos días, en función de que fueron muchas 
las informaciones y la bibliografía que se nos acercó desde 
esta y otras organizaciones. 


Por ello, con relación al primer tema por el que se inter- 
pone el veto, relativo al eventual incremento del número de 
abortos en aquellos países donde se legisla despenalizando 
esta práctica, decimos que, sin duda, tenemos enorme can- 
tidad de bibliografía que contradice este aspecto. La mayo- 
ría de los países donde se legalizó esta práctica, no 
incrementó el número de abortos. Sí es cierto que cuando un 
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hecho es clandestino, al comenzar a ser registrado, obvia- 
mente tiene un pico inicial. 


Advierto que el murmullo persiste y no sé si ello se debe 
al enorme interés que existe sobre el tema o a que hay 
muchas ganas de conversar; hay tantos lugares en el Pala- 
cio Legislativo, que quienes no tengan interés en estar aquí 
presentes, los podrían aprovechar. 


Sin duda, se registra un incremento en aquellos países 
que pasan de la clandestinidad del tema a la legalidad 
porque, en general, los Ministerios respectivos se encar- 
gan de llevar el registro de los actos realizados. Podemos 
decir que el comportamiento está documentado tanto en 
países desarrollados como subdesarrollados como, por ejem- 
plo, Túnez, Francia, Italia, Estados Unidos -con el cual 
discrepamos en los números- y los de Europa Oriental. Esto 
se vincula a la posibilidad de que, junto a la despenalización, 
se implementen políticas en materia de salud sexual y 
reproductiva que tiendan a la prevención. No son inmedia- 
tos los efectos y tenemos que medirlos longitudinalmente 
para tener una valoración cierta sobre el hecho. 


También tenemos registros que indican que el número de 
abortos disminuyó en Francia y en Italia, que son sociedades 
que desde hace mucho tiempo tienen despenalizada o libe- 
ralizada la práctica y nosotros las observamos por sus avan- 
ces, al igual que Suiza y Holanda. Con esto queremos decir 
que siempre tuvimos en nuestras manos, como argumento 
esencial, el de la integralidad de la ley, para que efectiva- 
mente disminuyéramos el escandaloso número de abortos 
que se estima que existen en este país y por ello pensamos 
que dicha integralidad va a dar resultados favorables. 


Las evidencias científicas avalan el hecho de que la 
práctica del aborto no es una costumbre que se instala. Es 
una opción frente al embarazo no deseado, que las mujeres 
deben tener derecho a ejercer. 


Con relación a otro argumento esgrimido, que es el de los 
elementos científicos, la ciencia no tiene una única opinión 
y esto lo dijimos siempre cuando argumentábamos el pro- 
yecto de ley. Por eso, múltiples personas, desde los más 
encumbrados lugares -y sin duda el señor Presidente de la 
República es un científico destacado en el país y en el 
mundo-, tienen visiones contrapuestas con otros científi- 
cos de otras procedencias; no hay una única opinión de la 
ciencia sobre el inicio de la vida. El origen de la vida es un 
problema que todavía intriga a filósofos, biólogos y espe- 
cialidades de diversos tipos, lo que ha llevado a que no nos 
remitamos solamente a estos argumentos, sino que son un 
componente más de la decisión que con relación a un tema 
tan complejo como este, debemos adoptar. 


Nadie desconoce la existencia de la vida celular, pero sí 
tenemos claro que no podemos contraponer el objeto de 
derecho, que es la mujer, con la posible defensa del derecho 
del feto o del embrión. 


Con relación a que el grado de civilización de la nación 
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se mide cuando se protege a los más necesitados, sin duda 
es así; una mujer con un embarazo producto de una viola- 
ción, de un error, de una falla, de una situación no deseada 
o con una malformación, se encuentra en una situación de 
vulnerabilidad que nos obliga a protegerla. Por eso hicimos 
estas redacciones en donde en todo momento, cuando no 
se trataba de una interrupción voluntaria, el profesional 
estaba obligado a defender la vida del feto. Se debe proteger 
al embrión y al feto. Todos sabemos que los avances 
científicos han llevado, seguramente, a que la primera foto 
del álbum de un hijo pueda ser la de la ecografía. Nadie dice 
que acá no hay una tensión entre derechos, pero lo que sí 
decimos es que la compleja situación a la que se enfrenta 
una mujer que no puede proseguir con un embarazo, es de 
extrema vulnerabilidad. Debemos tratar de evitar que, ante 
la desesperación, esa mujer recurra a algún tipo de proce- 
dimiento con el cual encuentre la muerte o una afección que 
nunca más la deje procrear. 


Por último, queremos decir que el tema de la objeción de 
conciencia es complejo y de derecho de los profesionales 
de la salud a respetar. Creíamos que dábamos la alternativa 
más adecuada. No obstante, es un tema que amerita la 
complementación de la reglamentación, aunque no es fun- 
damental en el debate, más allá de que pueda ser perfectible 
en una instancia posterior. 


Quiero señalar que nuestra fuerza política muestra res- 
peto por la diversidad de opiniones que tenemos sobre un 
tema tan complejo como este, en donde, si bien hay opinio- 
nes mayoritarias, el respeto a la objeción de conciencia es 
esencial. 


Quiero hacer dos citas sobre un último argumento, por- 
que me quiero hacer cargo del acuerdo que hicimos de no 
hablar por más de 15 minutos. 


Cuando este proyecto era discutido en la Legislatura 
pasada, convocamos a varios juristas. El profesor Cassinelli 
Muñoz estuvo en la Comisión de Salud Pública del Senado 
y dijo: “Como todo proyecto de ley puede encararse desde 
el punto de vista de la legitimidad, es decir, si está de 
acuerdo con la Constitución y con los tratados internacio- 
nales, y desde el punto de vista del mérito, o sea, si sirve 
para los fines perseguidos. 


En cuanto a la cuestión jurídica, a mi criterio” -en un 
proyecto muy similar al que estamos considerando hoy su 
veto- “se resuelve en el sentido de la legitimidad de la ley. No 
creo que haya en ese texto” -como no lo hay en este otro 
tampoco- “disposiciones inconstitucionales, por cuanto las 
referencias al derecho a la vida que existen en la Constitu- 
ción, tienden a la protección del goce de la vida. En el caso 
concreto que nos convoca, este texto legal no está hecho 
contra el goce de la vida, sino a favor tanto del feto como 
de la madre, ello por una consideración de tipo estadístico. 


La aplicación del actual régimen punitivo del aborto ha 
tenido consecuencias sociales contrarias a la eliminación 
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del aborto”. Luego continúa diciendo: “Por ello pienso que 
no hay una inconstitucionalidad, sino una aplicación del 
artículo 7” en cuanto establece un modo paradójico -pero 
modo al fin- de protección del goce de la vida. Entiendo que 
habrá más vidas protegidas con la vigencia del proyecto de 
ley que se está tratando que con la legislación vigente que, 
por su misma naturaleza, tipificadora de delitos, es una 
invitación a la clandestinidad y, por consiguiente, al emba- 
razo y parto en condiciones de riesgo”. 


Más adelante, expresa: “Desde el punto de vista del 
Derecho Internacional, que sería el otro aspecto de legiti- 
midad del proyecto, tampoco creo que sea ilegítimo porque 
el Convenio Interamericano de Derechos Humanos, cuando 
se refiere al goce de la vida, utiliza las expresiones “por lo 
general”, “generalmente” o “en general”. 


Esa frase fue establecida -y los distintos testigos de la 
historia fidedigna de la sanción están de acuerdo en ello- con 
el fin de darle más flexibilidad al precepto, es decir, dar entrada 
a posibles situaciones en las cuales no sea ilícito poner fin a 
una vida embrionaria desde la concepción en general”. 


Quiero también citar a la señora Presidenta de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos con relación del ar- 
tículo 4.1 de la Convención Interamericana, a efectos de 
saber cuál es el contenido de la obligación exigible a los 
Estados. La Jueza Cecilia Medina reconoce que el estado de 
la discusión ha quedado limitado mayoritariamente a exami- 
nar la penalización o despenalización del aborto. Señala que 
los efectos de esta interpretación no son banales y que la 
alta mortalidad, producto de los abortos clandestinos en el 
continente y en el mundo, es preocupante, como también lo 
son las variadas y duras consecuencias que tiene para una 
mujer llevar a término embarazos que no desea, por diversas 
razones. Por ello, los órganos internacionales de supervi- 
sión, cuyo ámbito de control contempla los derechos de las 
mujeres, han abogado por la eliminación, al menos, de la 
penalización absoluta del aborto con el fin de proteger, 
particularmente, el derecho a la vida y ala integridad perso- 
nal de las mujeres. 


En síntesis, la Jueza Medina dice que sostener que la 
Convención Americana obliga al Estado a penalizar todo 
aborto es un error profundo y que es una opinión apoyada 
por las argumentaciones de interpretación del texto, como 
de su historia; agrega, además, que la Convención no 
establece esa obligación en absoluto y que por el contrario, 
la legislación que establezca la penalización del aborto 
resulta violatoria de los derechos de las madres a la vida, de 
la integridad personal, de la privacidad, así como de decidir 
el número de hijos que quiera tener. La Jueza Medina 
culmina diciendo que como el Estado debe proteger la vida 
de la mujer, de la misma manera que protege la de otros sin 
discriminación, deberá posibilitar a esta el acceso a los 
servicios de salud, con el fin de realizar cualquier interrup- 
ción del embarazo que calce con las líneas sobre las que se 
han hablado, sin peligro para su vida. 


Para terminar, señor Presidente, creo que los actos que 
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este Cuerpo lleve adelante deben tener un límite. Por eso 
entendíamos que si este proyecto de ley se aprobaba -tal 
como sucedió en ambas Cámaras-, lo más adecuado era que 
se promulgara, porque con ello estábamos habilitando el límite 
de los actos de este Poder Legislativo, es decir, la consulta 
popular. Es cierto que la consulta popular constitucional- 
mente prevista luego de que una ley está firme, es contra 
la ley, pero nunca íbamos a dejar de prestar nuestra firma 
para que el pueblo expresara su opinión con relación a una 
ley de esta naturaleza que, sin duda, es muy polémica, atra- 
viesa al conjunto de la sociedad y asegura de mejor manera 
el derecho de las personas, en particular de las mujeres. 


Es cuanto quería señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Estamos en una instancia un tanto 
insólita desde el punto de vista político y, naturalmente, 
tenemos que dar una explicación sobre la situación que 
estamos viviendo, inédita en la historia política del Uru- 
guay, en la que el señor Presidente es apoyado por la 
oposición y cuestionado por su propio Partido o fuerza 
política. Nuestro caso no debería llamar la atención, porque 
no se trata de que el Partido Nacional coincida con el 
Presidente de la República, sino que es él quien coincide 
con mi colectividad política. ¿Por qué? Por los argumentos 
que se esgrimen en la fundamentación del veto. 


Escuché a la señora Legisladora preopinante decir y 
contestar que, quizás, todavía muchos Legisladores no han 
leído, o la prensa aún no ha recogido los fundamentos del 
Presidente para vetar los artículos que van del 7* al 20, 
correspondientes a los Capítulos II, III y IV, relativos a la 
interrupción voluntaria del embarazo, de las disposiciones 
generales y de las modificaciones del delito de aborto. Cabe 
aclarar que fue exactamente así como votó la mayoría del 
Partido Nacional y no la totalidad, porque no hicimos de 
este tema una cuestión de Partido y no obligamos a nadie 
a votar de una u otra manera, ni en la Cámara de Represen- 
tantes ni en el Senado de la República sino que, como 
siempre, tuvieron libertad de opinar como quisieran. 


Resulta, señor Presidente, que en el artículo 4” de nues- 
tra propia declaración de principios -la constitutiva de 
nuestro Partido- se hace expresa mención al Pacto de San 
José de Costa Rica y al concepto de la vida a partir de la 
concepción. Reitero que esa es nuestra declaración cons- 
titutiva -no la del Gobierno-, es decir, donde figuran los 
principios por los que se rige el Partido Nacional. 


Si me permite la Asamblea General, voy a hablar de las 
razones esgrimidas por el señor Presidente de la República. 
Este le dice al país: “Hay consenso en que el aborto es un 
mal social que hay que evitar. Sin embargo, en los países en 
que se ha liberalizado el aborto, éstos han aumentado. En 
los Estados Unidos, en los primeros diez años, se triplicó, 
y la cifra se mantiene: la costumbre se instaló. Lo mismo 
sucedió en España”. Creo que es muy importante que el 
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Presidente haga estas manifestaciones en la que maneja 
cifras más que oficiales y que forman parte de una discusión 
que ya tuvimos aquí, por cuanto no pretendemos reiterarla. 
De todas maneras, debo insistir en que el señor Presidente 
de la República aporta datos sobre qué fue lo que pasó en 
otros países cuando se votaron iniciativas de este tenor. 


Más adelante el Presidente de la República expresa en 
forma contundente -esto fue cuestionado por la señora 
Legisladora preopinante-: “La biología ha evolucionado 
mucho. Descubrimientos revolucionarios, como la fecun- 
dación In Vitro y el ADN con la secuenciación del genoma 
humano, dejan en evidencia que desde el momento de la 
concepción hay allí una vida humana nueva, un nuevo ser”. 
No entendí mucho los cuestionamientos que se hicieron a 
estos datos que son científicos, y debo decir que aunque he 
cuestionado al señor Presidente de la República en su labor 
como gobernante, nunca lo he hecho en su labor de cientí- 
fico, porque creo que es bueno en esa área. Insisto en que 
quizás como gobernante me merece varios cuestionamientos, 
pero ellos no surgen en temas tan contundentes como los 
que allí se señalan y se pueden probar. Ahora parece que se 
lo cuestiona también en el ámbito científico. 


Luego dice: “El verdadero grado de civilización de una 
nación se mide en cómo se protege a los más necesitados. 
Por eso se debe proteger más, a los más débiles”. Aquí 
señala claramente que el nuevo ser que todavía no nació, 
pero que sí existe, es el más débil y es el que tenemos que 
proteger en una sociedad y civilización avanzadas. El señor 
Presidente habla del orden constitucional; menciona los 
artículos 7%, 8%, 36, 40, 41, 42, 44, 72 y 332, Esas son las 
disposiciones que convoca el señor Presidente para sus- 
tentar legal y constitucionalmente el veto. Además, señala 
que la ley afecta los compromisos asumidos por nuestro 
país en Tratados internacionales, entre otros, el Pacto de 
San José de Costa Rica, aprobado por la Ley N* 15.737, de 
8 de marzo de 1985, y la Convención sobre los Derechos del 
Niño, aprobada por Ley N* 16.137, de 28 de setiembre de 
1990. 


Posteriormente, señala lo siguiente: “En efecto, dispo- 
siciones como el artículo 42 de nuestra Carta que obliga 
expresamente a proteger a la maternidad, y el Pacto de San 
José de Costa Rica -convertido además en ley interna como 
manera de reafirmar su adhesión a la protección y vigencia 
de los derechos humanos- contiene disposiciones expre- 
sas, como su artículo 2” y su artículo 4”, que obligan a 
nuestro País a proteger la vida del ser humano desde su 
concepción”. Estos argumentos, exactamente, fueron los 
manejados por los miembros informantes del Partido Nacio- 
nal cuando el proyecto de ley se discutió en el Senado de 
la República y en la Cámara de Representantes. Es textual, 
señor Presidente; son exactamente los mismos argumentos 
que nuestros miembros informantes expusieron en ambas 
Cámaras. Entonces, no debe extrañar que acompañemos a 
quien coincide con nosotros. En este momento, es el señor 
Presidente de la República quien coincide con nuestros 
Legisladores y utiliza exactamente los mismos argumentos 
esgrimidos tanto en esta Sala como en la otra. 
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Más adelante el Mensaje señala: “Si bien una ley puede 
ser derogada por otra ley no sucede lo mismo con los 
tratados internacionales, los que no pueden ser derogados 
por una ley interna posterior. Si Uruguay quiere seguir una 
línea jurídico política diferente a la que establece la Conven- 
ción Americana de Derechos Humanos debería denunciar la 
mencionada Convención”. Es un buen argumento, señor 
Presidente, que no se contesta ni se rebate. 


El señor Presidente también alude a otro argumento que 
manejaron nuestros Legisladores: este proyecto afecta a la 
libertad de empresa y de asociación cuando impone a ins- 
tituciones médicas con estatutos aprobados según nuestra 
legislación, que vienen funcionando desde hace más de cien 
años en algún caso, la obligación de realizar abortos, contra- 
riamente a lo expresado en sus principios fundamentales. 


Posteriormente, el señor Presidente dice lo siguiente: 
“El proyecto, además, califica erróneamente, y de manera 
forzada, contra el sentido común, el aborto como acto 
médico, desconociendo declaraciones internacionales, como 
las de Helsinki y Tokio, que han sido asumidas en el ámbito 
del MERCOSUR”. 


Estos argumentos, repito, son los que han manejado 
nuestros Legisladores. Entonces, a nadie puede extrañar, 
salvo que no haya seguido la discusión de este proyecto en 
las dos Cámaras, que hoy el Partido Nacional sienta que 
debe acompañar un veto que utiliza exactamente los mismos 
argumentos que fueron esbozados por nuestros Legislado- 
res cuando se trató este proyecto en el Senado y en la 
Cámara de Representantes. 


Estos son los fundamentos por los que votamos de esta 
manera, cuando no hay una postura partidaria, sino una 
posición de conciencia de cada uno de nosotros que nos 
lleva a proceder de esta forma. Pero lo que sí llama la 
atención es la posición del Partido oficialista o de la fuerza 
política oficial, que está dejando una sensación de enfren- 
tamiento con el señor Presidente de la República. Sincera- 
mente no sé qué es lo que se busca con esto; no lo entiendo. 
Personalmente he estado muchos años en esta Casa y 
nunca he visto una situación como esta. El doctor Tabaré 
Vázquez, antes de ser electo y de que fuera votado por la 
ciudadanía, dijo claramente a todo el país que si llegaba a 
la Presidencia de la República, vetaría una ley que 
despenalizara el aborto. Entonces, ¿por qué una fuerza 
política presiona a su propio Presidente para que se desdiga 
de su compromiso con la ciudadanía? La verdad es que no 
lo entiendo. Hemos visto que el señor Presidente ha tomado 
la actitud valiente de mantener sus principios, que quizás 
no sean coincidentes con los de casi ninguno de los Dipu- 
tados y Senadores del oficialismo, pero también es cierto 
que lo han elegido para que ocupara la Presidencia de la 
República, y quien ostenta ese cargo tiene la potestad de 
vetar. Se lo ha criticado públicamente porque ejerce la 
potestad constitucional de vetar, al punto de que sus 
propios compañeros, sus propios amigos, lo han calificado 
de “monarca”, de “dictador” y lo han acusado de querer 
imponer su voluntad al resto, cuando siempre fue cristalino 
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al decir que si él era Presidente de la República y se encon- 
traba con una ley que despenalizara el aborto, no le tembla- 
ría la mano para vetarla, en función de sus convicciones 
personales como médico. Sin embargo, hoy vemos a perso- 
nas y Legisladores que cuestionan una actitud que ya se 
sabía que iba a tomar, porque antes de comenzar esta 
Legislatura se sabía que esa era su posición personal. 
Ahora se genera una sensación de incertidumbre en el país, 
en donde su propia fuerza política acorrala a su Presidente 
y busca presionarlo para que no vete la ley, tal como se 
había comprometido con la ciudadanía. Entonces, cabe la 
pregunta política que nos hacemos hoy: ¿los Legisladores 
del oficialismo son conscientes de que están creando una 
situación de apremio y una coyuntura desagradable, en la 
que se ve al señor Presidente solo, sin apoyo, cuestionado 
por una fuerza política que salió electa, en gran parte, por 
los méritos del señor Presidente, que fue la persona votada 
por la ciudadanía para ejercer ese cargo? La verdad es que 
no entendemos por qué, sabiendo el final que ya había sido 
anunciado por el señor Presidente, se ha recurrido a firmar 
la iniciativa, a generar una movilización y un debate, y 
terminar como lo estamos haciendo. No puede extrañar a 
nadie la posición tomada por la oposición política del país, 
pero sí el mensaje de enfrentamiento que está dando la 
propia fuerza política del Presidente de la República, al 
debilitarlo frente a la opinión pública. Es natural que alguien 
se pregunte: ¿cómo puede ser? ¿No dijo antes que iba a 
actuar así? Sí, lo dijo. Los Legisladores del Frente Amplio, 
¿no sabían que el Presidente iba a vetar esta iniciativa? Sí, 
tenían conocimiento de ello. Entonces, ¿por qué se recorrió 
este camino? ¿Fue para generarle una presión, para dejarlo 
solo o para presionarlo a ver si cambiaba de opinión, dejaba 
de lado sus convicciones y no vetaba este proyecto de ley? 
Hemos escuchado y leído afirmaciones de carácter público 
por parte de prestigiosos y tradicionales Legisladores de 
esa fuerza política. La verdad es que, reitero, no lo entende- 
mos. No se trata de que no comprendamos al Presidente, con 
quien se podrá coincidir o no; se podría haber dicho públi- 
camente que se está en desacuerdo con él, pero no enten- 
demos que se recorra todo este camino para llegar a una 
instancia en la que una fuerza política le cobra no sé qué 
cuenta al Presidente de la República cuando él no hizo más 
que cumplir con la palabra empeñada. 


Quiero rescatar, señor Presidente, a aquellos políticos 
que cumplen con su palabra, aunque no coincida con ellos. 
Quiero rescatar para el sistema político a aquellos Presiden- 
tes, Ministros, Senadores o Diputados que hacen aquí 
adentro exactamente lo mismo que prometieron afuera, an- 
tes de entrar. Creo que debemos reivindicar a aquellos que 
hacen honor a su palabra y no presionarlos para que actúen 
de otra forma y exista la posibilidad de que alguien les cobre 
una cuenta. No entiendo a una fuerza política que en forma 
abrumadoramente mayoritaria busca presionar a su propio 
Presidente. Quizás el Presidente estaba preparado para 
ejercer el cargo, pero quien no lo estaba para actuar con esa 
mayoría y ocuparse del Gobierno era la fuerza política que 
no lo ha respaldado y lo ha presionado para que se desdiga 
de su palabra empeñada con la ciudadanía. La gente votó al 
doctor Vázquez sabiendo que estaba apoyando esta acti- 
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tud, y ni él ni nadie merece que se le obligue a cambiar su 
opinión bajo ninguna circunstancia. 


El Partido Nacional no ha cambiado su opinión. Segui- 
mos siendo fieles a nuestra declaración de principios, por- 
que la votamos en nuestra Convención. En el día de hoy se 
encuentran aquí presentes todos los blancos, que al votar 
seremos fieles con lo que sustentan nuestros principios. No 
estamos a favor de nadie, sino de nuestras convicciones, de 
la esencia de lo que nosotros filosóficamente creemos que 
hay que defender en una sociedad. Los argumentos del 
señor Presidente son los mismos que apoya el Partido 
Nacional. Por eso vamos a votar a favor del veto; vamos a 
acompañar al señor Presidente, porque sus argumentos son 
los que han esgrimido nuestros Senadores y Diputados al 
discutirse el proyecto de ley. Esa es la razón por la que 
vamos a actuar de esa manera. 


Por otra parte, señalo que estamos ante la mayor de las 
incoherencias políticas que hemos constatado a lo largo de 
la historia: cuando una fuerza política acorrala a su principal 
dirigente para presionarlo, hacerlo cambiar de opinión o 
demostrar públicamente que está en desacuerdo con prin- 
cipios tan esenciales y fundamentales como los que se 
esgrimen en este veto que argumenta muy bien. 


Por lo expuesto, señor Presidente, vamos a votar en 
contra del levantamiento del veto. Creo que queda claro 
cuál es nuestra posición; no la hemos cambiado ni tenemos 
discrepancias entre nosotros, y menos las tendríamos si el 
Presidente de la República perteneciera a nuestro Partido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Senador Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: nuestro compañe- 
ro de Bancada, señor Legislador Heber, ya ha abundado en 
las razones por las cuales nuestro Partido va a votar en la 
tarde de hoy por el mantenimiento del veto interpuesto por 
el Poder Ejecutivo. Como bien ha dicho el señor Legislador 
Heber, se trata de una situación original y de una realidad 
en la cual el Presidente de la República y el Poder Ejecutivo, 
al interponer el veto, registran una coincidencia casi total 
con la posición asumida por el Partido Nacional en opor- 
tunidad de debatirse este tema, no solamente por las razo- 
nes jurídicas, científicas y filosóficas que emanan del Men- 
saje del Poder Ejecutivo, sino también por el hecho de que 
el veto tiene carácter parcial. Me refiero a que el veto no 
abarca la totalidad de la Ley de Defensa del Derecho a la 
Salud Sexual y Reproductiva, sino especificamente a los 
artículos que tienen que ver con la despenalización del 
aborto y los que están consagrados después del artículo 7”. 


Esto nos parece muy importante, porque cuando expu- 
simos sobre el tema en Sala, hicimos especial hincapié en 
que nosotros compartíamos la necesidad de legislar más 
intensamente sobre aspectos consagrados en esta Ley, que 
se refieren específicamente a la promoción de la educación 
en materia de salud sexual, entre otras cosas, porque en- 
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tendíamos que era absolutamente necesario trabajar sobre 
las causas que todos sabemos que son una realidad en 
nuestra sociedad y que llevan a que en muchos casos la 
mujer, presionada por determinadas circunstancias, opte 
por el camino de la interrupción del embarazo. 


Las razones expuestas en el veto confirman nuestra 
concepción, y nos alegra que el Poder Ejecutivo coincida 
con nuestra visión en lo que respecta a la necesidad de 
trabajar en los temas que tienen que ver con la salud sexual 
y reproductiva. El veto se interpone especificamente a los 
aspectos de la Ley que son más controvertidos y polémicos, 
y que han generado la mayor división a nivel de nuestros 
propios partidos políticos y del conjunto de la sociedad. 


Nos hemos referido a razones jurídicas, porque es muy 
claro que nuestro país oportunamente ratificó el Tratado de 
San José de Costa Rica, que establece que toda persona 
tiene derecho a ser protegida en el goce del derecho a la vida 
y, además, que se entiende que la vida existe desde el 
momento mismo de la concepción. No vamos a repetir toda 
la argumentación en base a la cual sostuvimos nuestro 
punto de vista, pero en más de una ocasión hemos dicho que 
hay razones científicas que abonan esta posición. A medida 
que la ciencia avanza, detecta cada vez más que, apoco del 
momento de la concepción, existen signos vitales de un ser 
que indica una vida propia y que no es simplemente parte del 
cuerpo de otra persona. Además, hay razones de carácter 
filosófico que para nosotros son fundamentales, más allá de 
creencias religiosas, que pueden compartirse o no y a las que 
se puede adherir o no, pero en este caso estamos sostenien- 
do que el derecho a la vida para nosotros, en la valoración 
que hacemos de los derechos de la persona, tiene un rango 
de primer orden. Por tanto, no puede haber razones pragmá- 
ticas valederas, respetables y comprensibles que puedan 
justificar que la solución es cortar o terminar con la vida de 
un ser humano aunque esté en proceso de gestación. 


Me animaría a decir que solo en un tiempo en que todos, 
en general, coincidimos -por encima de concepciones polí- 
ticas o ideológicas- en que vivimos una etapa de la historia 
de la humanidad de profunda crisis de valores, es que puede 
asumirse y aceptarse con tanta fuerza y pasión la posibili- 
dad de que el derecho a la vida sea coartado o limitado. 


Las razones expuestas, que compartimos, forman parte 
de una concepción filosófica e ideológica, integrada a nues- 
tra propia carta de principios del Partido Nacional, que 
reconoce e incorpora también la concepción del Pacto de 
San José de Costa Rica en cuanto establece claramente que 
el derecho a la vida se entiende existente desde el momento 
de la concepción. 


Finalmente, quiero hacer otra consideración que refiere 
especificamente al tema del veto. En realidad, muchas veces 
tendemos a personalizar el tema y a plantearlo como una 
posición individual del Presidente de la República. Sin 
embargo, de acuerdo con el texto de nuestra Constitución, 
particularmente sus artículos 134 a 142 -que regulan todo 
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el procedimiento de la interposición de observaciones u 
objeciones, como dice la Carta-, el Poder que está legitima- 
do para interponerlo es el Ejecutivo. A su vez, dicho Poder 
es más que el Presidente de la República, porque se ejerce 
por el Primer Mandatario en acuerdo con Ministros o con el 
Consejo de Ministros. En este caso, existe un Mensaje 
remitido -de acuerdo con lo que establece la Constitución 
de la República- por el Poder Ejecutivo. 


Lo que sí es curioso o llama la atención es que en un 
sistema democrático como el nuestro, en el que por imperio 
del pronunciamiento del pueblo en octubre de 2004, un 
partido obtuvo la mayoría absoluta de la representación 
parlamentaria, tanto en el Senado como en la Cámara de 
Representantes, se viva la peculiar situación de que el 
Poder Ejecutivo interponga objeciones y observaciones en 
base a razones científicas, pero también filosóficas, que 
deja deslizar en la redacción del Mensaje. Además, plantea 
la original situación en la historia política del país, pero 
también en el funcionamiento del conjunto de las democra- 
cias contemporáneas, de que el veto interpuesto por los 
integrantes del Poder Ejecutivo que pertenece al mismo 
partido político que tiene la mayoría parlamentaria, sea 
discutido y se pretenda rechazarlo o levantarlo por parte del 
mismo partido político. En todo caso, ese es un tema en el 
que no quiero ingresar, porque es inherente a la interna de 
cada partido. Lo que sí me corresponde y quiero hacer es 
plantear esto ante la opinión pública que es en definitiva la 
que juzga y observa los acontecimientos políticos y parla- 
mentarios, a fin de que observe y aprecie esta situación. 


Por todas estas razones y, fundamentalmente, por coin- 
cidir en las argumentaciones que ya se han expuesto, más 
el hecho de que el veto que interpone el Poder Ejecutivo al 
proyecto de ley es de carácter parcial y no total, es que 
vamos a votar por su mantenimiento, siendo consecuentes 
con la posición que sostuvimos, tanto en la Cámara de 
Representantes como en el Senado, y que es acorde con lo 
que dispone la Carta de principios de nuestro Partido. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Legislador Sanguinetti. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Señor Presidente: en su opor- 
tunidad, votamos en el Senado este proyecto de ley y, como 
es natural, hoy haremos lo propio con el levantamiento de 
su veto. 


Ante todo, cabe hacer una consideración política. La- 
mentamos la forma en que se ha desarrollado este debate y 
como se ha tramitado el procedimiento. Hoy estamos ante 
una suerte de controversia institucional que, a nuestro 
juicio, pudo y debió resolverse de otro modo. La sociedad 
está dividida y los argumentos -aun en el orden religioso- 
también están divididos, por lo que tendría sentido una 
consulta popular a los efectos de tomar la decisión defini- 
tiva. 
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Desgraciadamente, por este mal camino llegamos a este 
momento en que el Poder Ejecutivo aparece enfrentado a la 
propia Bancada que políticamente lo sustenta. Como con- 
secuencia, se ha instalado un debate que se alejó mucho del 
clima de serenidad, de racionalidad y de madurez que debió 
haber tenido. Hasta el propio Arzobispo de Montevideo, 
con el que hemos compartido muchas instancias y por el que 
tenemos el mayor de los respetos personales -más allá de su 
natural derecho a opinar como líder religioso lo que le indica 
su convicción-, también se consideró autorizado a amena- 
zar con la excomunión a aquellos Legisladores que votaran 
en una dirección contraria a la que él sostenía, agraviando 
así el principio de la representación. Los parlamentarios 
tenemos que actuar libres de coacciones y el líder de una 
institución tan importante como es la Iglesia Católica, de- 
bería tener respeto para con ello. Naturalmente, por todas 
las libertades que tiene el país, está autorizado a discutir y 
asostener lo que le dice su convicción, pero no a amenazar 
a Legisladores, por más que pertenezcan a su misma confe- 
sión. A mi juicio, esto mide lo que ha sido el desborde 
natural de pasión que se ha producido por el modo como se 
tramitó políticamente esta situación y que ha llevado a estas 
expresiones en blanco y negro, agraviantes para un lado y 
para otro, cuando se trata de un delicado problema de 
conciencia, sobre el que en todas las congregaciones exis- 
ten opiniones distintas. En mi Partido las hay y cada uno 
sustenta la suya con libertad de conciencia. 


Ante todo, estamos frente a una situación de fracaso 
social y legal. Nuestra legislación actualmente autoriza el 
aborto en muchas circunstancias, aun ante la de simple 
angustia económica. Quiere decir que es una legislación 
bastante amplia en materia de autorización de 
despenalización del aborto, pese a que fue una ley restric- 
tiva del Código de Irureta Goyena de 1933, que contenía la 
más amplia liberalidad. Pero, en 1938 se aprueba esta ley 
que, sin embargo, autoriza la despenalización del aborto por 
razones de honor, de salud de la madre, de riesgo físico y 
aun de angustia económica. Desgraciadamente, esto como 
ley no ha funcionado en ninguno de los dos sentidos; no lo 
ha hecho para impedir el aborto -que se ha seguido genera- 
lizando-, ni para llevar presas a mujeres que hubieran abor- 
tado, por lo cual tampoco se ha generalizado la 
criminalización. En otras palabras, la ley ha fracasado del 
mismo modo que ha fracasado, también, la educación sani- 
taria y la educación sexual en el país. Estamos en tiempos 
en los cuales el uso de los anticonceptivos, desde 1960, se 
ha generalizado en la sociedad. Vale recordar que su uso 
mereció, en su tiempo, debates morales, religiosos y jurídi- 
cos. De todos modos, a partir de aquellos años todas las 
legislaciones del mundo aceptaron la venta libre de produc- 
tos anticonceptivos que ofrecieran garantías. Desgraciada- 
mente, la generalización del aborto está demostrando que, 
aun en estos días, ni la educación sexual ni la distribución 
y conocimiento de estas prácticas que la ciencia ha puesto 
a disposición de la sociedad, han sido suficientes. Por 
consiguiente, podríamos decir que hay un fracaso educati- 
vo y otro legal. 


Frente a esto, nos encontramos ante una situación so- 
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cial difícil de ignorar. El aborto es un fenómeno generaliza- 
do y advierto que no tomo como indiscutibles los números 
que se manejan porque no es fácil conocer las cifras de una 
práctica clandestina. En cualquier caso, es evidente que se 
trata de un fenómeno muy difundido y todos sabemos que 
socialmente implica una discriminación. Son las mujeres 
más pobres, las más desvalidas y con menos protección las 
que deben recurrir a una práctica abortiva sin garantías ni 
condiciones sanitarias, cuando el compelimiento de la vida, 
sus angustias económicas, los dolores familiares o las mil 
circunstancias que pueden llevar a una mujer a esa situa- 
ción, la arrastran a adoptar esa decisión. Debemos recono- 
cer que a nosotros, hombres, nos cuesta ponernos en el 
alma y en el espíritu de una mujer cuando llega a esa 
situación. No creo, no puedo asumir, que ninguna mujer 
vaya frivolamente a pedir la interrupción de suembarazo por 
un arrebato circunstancial; deben ser muy poderosas las 
razones y las angustias que la llevan a interrumpir esa 
maternidad. Como dije, ese es un hecho social que no 
podemos ignorar. 


Por otro lado, tenemos el tema jurídico. Al respecto, se 
señala que la Convención de Costa Rica nos impediría 
despenalizar el aborto. Controvierto de modo absoluto esta 
posición desde el punto de vista jurídico. La Convención de 
Costa Rica dice que se debe proteger, “en general”, el 
derecho a la vida desde la concepción hasta la muerte. Y 
señala “en general” porque no puede interpretarse el concep- 
to como un valor absoluto. Todas las legislaciones establecen 
excepciones al derecho a la vida como, por ejemplo, la legítima 
defensa sobre lo cual, infortunadamente, todos los días 
estamos viendo en los diarios la ocurrencia de situaciones 
muy penosas que a todos nos preocupan. Quiere decir que 
no se trata de un principio absoluto y por eso, repito, la 
Convención dice “en general” autorizando de esa manera a 
las legislaciones a establecer, en particular, excepciones, como 
la legítima defensa o la interrupción del embarazo restringido 
a ciertas condiciones. De modo que no estamos ante ningu- 
na inconstitucionalidad traicionada ni violando ningún 
acuerdo internacional, sino ante una lectura equivocada 
que se hace y que, con parcialidad, se saltea un concepto 
fundamental en la definición del principio. 


En materia jurídica, por otra parte, nos deslizamos a un 
concepto que roza lo científico y lo moral, que consiste en 
determinar cuándo nos encontramos con una vida y cuándo 
con una persona titular de derechos y obligaciones. Ese es 
el debate. Las legislaciones más afines a nuestras concep- 
ciones filosóficas, jurídicas, morales y religiosas, como la 
francesa, la italiana o la española, consideran que estamos 
ante una persona jurídica sólo en el acto del nacimiento. 
Incluso, así también lo dice nuestra ley, que considera que 
hay una persona jurídica a partir del nacimiento. Esto no 
quiere decir que se esté autorizando el agravio o el ataque 
a un embrión o a un feto, en cualquier circunstancia. Preci- 
samente, por ese motivo la despenalización se ha hecho de 
un modo restringido en Francia, en España y en Italia, 
donde ha funcionado y ha funcionado para bien. Repito que 
el debate pasa por definir dónde hay o no una persona 
jurídica. Se ha sostenido que, científicamente, ya existe una 
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vida desde la concepción. Por supuesto que sí; hay una 
potencialidad de vida pero ¿hay una persona? En la probeta 
en la que se fecunda un espermatozoide y un óvulo -como 
se hace habitualmente hoy, con una concepción humanística 
que ha permitido desarrollar mejor la maternidad-, ¿ya hay 
una persona? Todos sabemos de los bancos de embriones 
que existen en esta materia y a nadie se le ocurre que haya 
un genocidio cuando se sale de esa situación. Entonces, 
jurídicamente ese es el tema: ¿dónde y cuándo hay una 
persona? 


Del mismo modo, durante muchos años se ha discutido 
cuándo se considera que una persona ha muerto. Antigua- 
mente, se decía que eso ocurría cuando dejaba de respirar 
pero ya hace mucho tiempo que se sustenta la otra tesis, la 
cerebral, es decir que sólo ocurre la muerte cuando hay 
muerte cerebral y el encefalograma no registra actividad. 
Entonces, ¿cuándo hay un nacimiento? Cuando existe acti- 
vidad cerebral, con una madurez suficiente que le permita 
tener una vida autónoma a esa potencialidad de ser, a esa 
potencialidad de vida que constituye un embarazo que 
recién ha comenzado. 


Naturalmente, todo esto lleva a ingresar al debate moral 
y se trata de una discusión ardua que ha venido evolucio- 
nando porque, en realidad, no es verdad que las posiciones 
estén congeladas; no lo están desde hace muchos años. 
Todo el desarrollo de la democracia liberal ha sido una 
batalla por el avance de las libertades públicas, por la 
afirmación de los derechos individuales, civiles y privados, 
y por la laicización de la sociedad. Diría que son los últimos 
dos siglos de la evolución de occidente los que lo han ido 
demostrando. Vale recordar que nuestro país, temprana- 
mente, tuvo esos debates. Hace cien años discutíamos 
ardorosamente sobre el divorcio. Acaba de salir un libro del 
historiador Barrán sobre el tema: él muestra la pasión y el 
extremo de los argumentos que se utilizaban, ya sea por 
parte de quienes defendían la posibilidad del divorcio y 
dentro de éste el de la sola voluntad de la mujer frente a 
aquellos que se oponían por considerar que de esa forma se 
Iba a destruir la familia y la sociedad. Eso ocurrió en nuestro 
propio país que, sin embargo, inició su proceso de laicización 
muy temprano. Por lo tanto, esta ley no le va a imponer a 
nadie su moral; ese es el punto moralmente clave; por esta 
ley ninguna mujer va a estar obligada a abortar; lo que 
queremos es que la ley del Estado no le imponga a alguien 
la prohibición de ejercer la suya. 


No creo en la moral de las religiones monoteístas; creo 
en la moral laica, que fue la que liberó a la mujer, porque 
todas las religiones monoteístas -todas ellas, sin excep- 
ción- le impusieron una condición de servidumbre e inferio- 
ridad. Felizmente, el correr de los años, la evolución histó- 
rica, ha ido haciendo cambiar esta situación; han cambiado 
los protestantes, han cambiado los católicos y vienen cam- 
biando los teólogos judíos. Muchos teólogos protestantes 
que he leído autorizan la despenalización del aborto, e 
incluso lo hacen teólogos musulmanes, que profesan una 
religión que todavía está en una etapa mucho más 
fundamentalista que las otras. 
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Por lo tanto, sentimos que hay aquí una opción moral 
muy fuerte. No asumimos que la maternidad pueda ser algo 
no volitivo; la maternidad tiene que ser el resultado del amor 
y de la libertad de alguien que la desea. No es una buena 
solución moral que la maternidad y la vida sean simplemente 
actos de resignación o productos de la causalidad. Tiene 
que ser producto de la voluntad de quien aspira a ser madre 
y no simplemente una resultancia de ese tipo. 


Podríamos hablar mucho de este tema, pero la limitación 
de la hora nos lo impide. En consecuencia, como lo hemos 
sostenido toda la vida, votaremos convencidamente el le- 
vantamiento de este veto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Gallo Imperiale. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: hoy la 
Asamblea General está considerando el veto que el Poder 
Ejecutivo interpuso a un proyecto de ley que, en su momen- 
to, este Parlamento sancionó. Créame, señor Presidente que 
nuestra opinión personal -estamos a favor de la ley de 
defensa del derecho a la salud sexual y reproductiva- no 
afecta absolutamente para nada el relacionamiento que 
podemos tener -y que tenemos- con el señor Presidente de 
la República. Es más, este es un tema que hemos hablado 
largamente con el doctor Tabaré Vázquez, Presidente de la 
República. 


Estos temas tan profundos y tan sensibles suponen la 
existencia de Ópticas personales que cada uno defiende en 
el ámbito que corresponda: nosotros las defendemos aquí, 
en el Parlamento, y el señor Presidente de la República, 
como está en todo su derecho, al igual que nosotros, lo hace 
desde el Poder Ejecutivo. Pero esto de ninguna manera, 
como quiere verse -y verse mal-, puede significar ningún 
tipo de enfrentamiento dentro de nuestra fuerza política. 


El Poder Ejecutivo ha vetado tres capítulos del proyecto 
de ley, el II, el III y el IV, pero no así el I, y lo quiero rescatar, 
porque mantenerlo significa un avance parcial de los dere- 
chos de la mujer en lo que hace a tener institucionalizada su 
asistencia integral, independientemente de que el aborto 
seao no legal. Crea un programa de iniciativas terapéuticas 
contra el aborto provocado en condiciones de riesgo, más 
un soporte legal para universalizar ese programa. Conside- 
ro que esto hay que destacarlo como algo muy positivo. 


En el veto interpuesto por el Poder Ejecutivo hay algu- 
nas fundamentaciones con las que no estamos de acuerdo 
-lo decimos con todo respeto- y queremos comentar así 
como hacer algunas reflexiones. 


El Poder Ejecutivo inicia la exposición de motivos obser- 
vando en forma total esos capítulos a que me referí, por 
razones de inconstitucionalidad y de conveniencia. Enten- 
demos que no hay inconstitucionalidad demostrada y, en 
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cuanto a la conveniencia, vamos a demostrar, contrario 
sensu, la inconveniencia del veto a la ley. Como fundamen- 
to, el Poder Ejecutivo dice que esta ley afecta el orden 
constitucional en nueve artículos, respecto a compromisos 
asumidos por nuestro país en Tratados internacionales. 
Entre otros, menciona el Pacto de San José de Costa Rica 
que nuestro país ratificó en 1990. 


Respecto alas inconstitucionalidades, debo decir que la 
afectación encontrada en los nueve artículos constitucio- 
nales consignados expresamente, parte de la consideración 
que se hace del concepto de gestación y vida humana 
autónoma. En ese sentido, debemos hacer algunas referen- 
cias. En las Comisiones de Salud Pública de ambas Cámaras, 
tanto cuando el proyecto se trató en este Período como en 
la Legislatura pasada, se dieron a conocer opiniones muy 
importantes, particularmente de gente muy capacitada des- 
de el punto de vista jurídico, y en ningún momento se 
planteó que este proyecto de ley pudiera tener 
inconstitucionalidades. Al respecto quisiera citar textual- 
mente tres testimonios que abonan en este sentido. 


A la Comisión asistieron representantes del Colegio de 
Abogados del Uruguay que manifestaron: “Creemos, y lo 
cree también la Comisión de Derechos Humanos del Colegio 
de Abogados, que sería un avance en la temática la deroga- 
ción de la ley”. En esa oportunidad, en ningún momento se 
habló de inconstitucionalidad por parte de los representan- 
tes del Colegio de Abogados. 


Por otra parte, también compareció en la Comisión una 
delegación de la Asociación de Magistrados del Uruguay, 
cuyos integrantes estudiaron el tema y expresaron -lo cito 
textualmente-: “Hemos realizado la lectura de la exposición 
de motivos y podemos decir que la idea nos parece magní- 
fica, y que compartimos sus fundamentos sin pronunciar- 
nos, como tampoco lo hace el proyecto, sobre las cuestio- 
nes de ética o las referidas a la vida, a si hay o no fundamen- 
to para la interrupción de la gestación”. Tampoco, pues, la 
Asociación de Magistrados del Uruguay habló o encontró 
inconstitucionalidades. 


Por otro lado, en la misma Comisión, brindó su testimo- 
nio quien fuera Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
el doctor Gervasio Guillot, quien manifestó: “El efecto 
disuasivo que ha creado en nuestro país la incriminación del 
aborto como ilícito penal es absolutamente nulo. En socio- 
logía se dice que si bien la costumbre no deroga la ley -eso 
es valor entendido, regla de oro en nuestro Derecho-, 
cuando ésta pierde el consenso de validez de una sociedad, 
pierde ciertamente su eficacia”. El doctor Guillot estaba a 
favor de este proyecto de ley y tampoco hizo referencia a 
inconstitucionalidad alguna. 


También se habla de afectación a compromisos interna- 
cionales, pero desde nuestro punto de vista, el fundamento 
que se da no es válido, por dos motivos. En primer lugar, el 
incumplimiento del Derecho Positivo Internacional en ma- 
teria de derechos humanos por parte de nuestro país es 
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apabulladamente mayor manteniendo la vieja ley 
criminalizadora, la Ley N* 9.763, que la que se reitera como casi 
único fundamento jurídico con respecto a este proyecto de ley, 
que es el no cumplimiento del artículo 4* de la Convención 
de Derechos Humanos del Pacto de San José de Costa Rica. 


Evidentemente estamos ante una ley absolutamente 
controversial, como bien lo decía el señor Senador 
Sanguinetti. Queremos agregar dos opiniones que en ese 
sentido nos parecen absolutamente trascendentes, dado 
que las han manifestado dos constitucionalistas de gran 
relevancia. Por un lado, tenemos la opinión del doctor 
Cassinelli Muñoz con relación al artículo 7” y, concretamen- 
te, alo que establece el Pacto de San José de Costa Rica en 
cuanto a que hay que proteger la vida y que ésta, en general, 
comienza en el momento de la concepción. Dice el doctor 
Cassinelli Muñoz: “Desde el punto de vista del Derecho 
Internacional, que sería el otro aspecto de legitimidad del 
proyecto, tampoco creo que sea ilegitimo, porque el Conve- 
nio Interamericano de Derechos Humanos, cuando se refie- 
real goce de la vida, utiliza las expresiones “por lo general”, 
“generalmente” o “en general”. Y esta frase fue establecida” 
-continúa diciendo el doctor Cassinelli Muñoz- “con el fin 
de darle más flexibilidad al precepto, es decir, dar entrada a 
posibles situaciones en las cuales no sea lícito poner a una 
vida embrionaria desde la concepción en general”. 


Voy a citar también otra opinión muy valiosa, vertida en 
la Comisión de Salud Pública del Senado de la República. 
Me refiero al doctor Gonzalo Aguirre, quien manifestó lo 
siguiente: “Desde el punto estrictamente constitucional y 
también en cuanto a la incidencia del Pacto de San José de 
Costa Rica, que tiene la particularidad de ser una ley vigente 
y al mismo tiempo un Tratado ratificado por el país, por lo 
que tiene la doble condición de ser norma de Derecho 
interno y norma de Derecho Internacional, ya adelanté mi 
opinión cuando la Comisión me hizo el honor de consultar- 
me sobre el proyecto de técnicas de reproducción asistida. 
Pero ahora, pensando nuevamente en los problemas y escu- 
chando a quien fuera mi maestro en la Facultad de Derecho, 
el doctor Cassinelli Muñoz, empiezo a dudar de que se haya 
acertado en lo que en aquel momento manifesté respecto al 
artículo que establece que los habitantes de la República 
tienen derecho a ser protegidos en el goce de la vida”. 
Continúa diciendo el doctor Aguirre: “Obviamente, cuando 
se habla de habitantes no se está pensando en un ser 
gestante y si bien el doctor Risso Ferrari ha señalado que 
no podemos guiarnos por las disposiciones del Código 
Civil sobre el domicilio para intervenir el precepto constitu- 
cional y el concepto de habitantes, nos parece que en el 
lenguaje común y en la idea que todos tenemos, un habitan- 
te es una persona con individualidad propia que reside en 
el país, lo que creo que no se puede aplicar a una persona 
recién gestada”. 


Otro argumento que se maneja en la fundamentación del 
veto del Poder Ejecutivo tiene relación con el hecho de que 
en los países en los que se ha liberalizado el aborto, éstos 
han aumentado. Tanto lo manifestado por la señora Sena- 
dora Xavier como innumerables estudios y estadísticas, 
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han demostrado que esto no es así. No voy a dar lectura a 
esos trabajos, pero sí voy a leer una afirmación que hizo en 
la Comisión de Salud Pública del Senado el profesor Grado 
5 en Ginecología, el doctor Justo Alonso. Decía: “Por nues- 
tra parte, creemos que sería muy positivo que se 
despenalizara el aborto en los términos expresados en la 
propia iniciativa”. Y agrega: “En aquellos países donde se ha 
despenalizado el aborto,” -repito, lo dice el Profesor Grado 5 en 
Ginecología- “en los últimos veinte o treinta años, en lugar de 
haberse constatado un aumento de la tasa de abortos, se ha 
observado una tendencia a su disminución. En este sentido 
se podría decir que esto es así porque en realidad antes no 
se tenían los registros concretos, situación que podría ser 
real. No obstante, en la mayoría de los países donde se ha 
despenalizado el aborto, la tasa ha tendido a descender 
progresivamente, sobre todo si se asocia a una ley que 
favorezca la paternidad y la maternidad responsables”. 


En la fundamentación del veto interpuesto por el Poder 
Ejecutivo se dice, específicamente: “La legislación no pue- 
de desconocer la realidad de la existencia de la vida humana 
en su etapa de gestación, tal como de manera evidente lo 
revela la ciencia”. A esa afirmación nosotros respondemos 
que, a nuestro criterio, aquí es donde se encuentra el punto 
de inflexión de la discusión: se cree que la ley desconoce el 
inicio de la vida desde la concepción y que esa es la causal 
por la cual se la invalida y se la reprocha desde el punto de 
vista ético y religioso. Al parecer, es como que la ley está 
en contra del derecho a la vida y ese es uno de los 
fundamentos en que se basa el veto del Poder Ejecutivo, lo 
cual en nuestra opinión es un error. Nadie desconoce la vida 
desde el momento de la concepción, pero tampoco debe 
desconocerse que la vida se inicia en la concepción y 
termina en la muerte de la persona física y que también hay 
etapas bien definidas de esa vida: la vida intrauterina y la 
vida desde el momento del nacimiento. Por lo tanto, el 
derecho a la vida tiene que ser equilibrado por la ley, sin 
afectar ninguna de sus etapas. ¿Cómo conjuga entonces la 
ley esta disyuntiva? En primer lugar, partiendo de la base de 
que la vieja ley, la Ley N* 9.763, criminalizadora de la mujer, 
no protege la vida intrauterina, porque no se cumple y 
siguen registrándose 33.000 abortos por año; tampoco 
protege la vida de la madre, porque convertirla en criminal 
la obliga a la clandestinidad de las maniobras, con las 
consecuencias ya manifestadas. 


Señor Presidente: quiero hacer alguna mención a la 
culminación de la fundamentación del veto interpuesto por 
el Poder Ejecutivo. Como cierre, en la exposición de moti- 
vos, se hace la siguiente reflexión: “De acuerdo a la idiosin- 
crasia de nuestro pueblo, es más adecuado buscar una 
solución basada en la solidaridad, que permita promocionar 
a la mujer y a su criatura, otorgándole la libertad de poder 
optar por otras vías, y de esta forma, salvar a los dos”. Y 
precisamente de eso se trata, señor Presidente: la ley inten- 
ta salvar a los dos. Sin duda cuesta asumir -y esa es la 
lectura que hacemos frente a esta parte del fundamento- que 
el cuerpo normativo que el Parlamento aprobó fue algo que 
logró después de muchos años de debatirlo y procesarlo en 
los más exigentes ámbitos académicos y políticos, que esta 
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iniciativa ofrece dar un gran paso en todo lo que hace a la 
salud sexual y reproductiva en el país, tema que hasta la 
fecha, en su integralidad, no había sido abordado legalmen- 
te, porque sólo existía la retrógrada Ley N* 9.763. 


A nuestro entender, equivocadamente, el fundamento 
de veto sigue contraponiendo los derechos e intereses de 
la mujer embarazada y del feto, y ése es el error. El inicio de 
esta discusión está en la consolidada práctica de la inte- 
rrupción clandestina del embarazo no deseado y sus 
consecuencias, a punto de partida en la Ley N* 9.763, 
Pensamos que hay que analizar el problema que acarrea esta 
mala ley que tenemos, desde la óptica del derecho a la salud 
sexual y reproductiva como derecho humano esencial. 


No hay que olvidar tampoco los mensajes que la mayoría 
de la sociedad -insisto en el término “mayoría”- envía 
claramente en el sentido de aprobar la legalización del 
aborto. El Parlamento, democráticamente, a través de los 
Representantes Nacionales, ha decidido mandatar ese men- 
saje en esta ley y, como se dice vulgarmente, “cambiar la 
pisada” para acompasar los giros de la conciencia colectiva. 
Nada más alejado de la realidad que considerar que este 
proyecto vetado facilita el aborto a la mujer desesperada. Si 
admitimos la existencia a diario de múltiples mujeres deses- 
peradas por embarazos no deseados, aquí se propone, 
mediante el asesoramiento adecuado, su ayuda, ya sea en 
el sentido de revertir su decisión, como ayudarla si la 
mantiene, dándole al mismo tiempo las mayores garantías, 
y no como ocurre ahora, que la opción es su condena, no 
sólo por la propia situación que debe vivir, sino además su 
condena desde el punto de vista criminal. ¡No, señor Presi- 
dente!, la única opción dada es la de considerar a la mujer 
como un sujeto de derecho, de derecho a cuidar su salud y 
a estar plenamente informada para la mayor decisión de su 
vida. Y la ley le da la opción de que esa decisión sea tomada 
solamente durante las primeras doce semanas de embarazo. 
En ese período estará centrado su derecho y podrá ejercer- 
lo; después de ese lapso predominará el derecho del 
gestante, manteniéndose el delito por aborto. 


Señor Presidente: estos son los fundamentos que dimos 
en el momento en que votamos la Ley de Salud Sexual y 
Reproductiva. Sinceramente, creíamos que eran de peso 
para que esta ley se pudiera sancionar. Respetamos la 
decisión del Poder Ejecutivo pero, sin duda, nos parece que 
tenemos motivos para decir que muchos de los argumentos 
que se manejan no son adecuados. 


Por lo tanto, vamos a votar por el levantamiento del veto 
interpuesto por el Poder Ejecutivo. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Sauval. 


SEÑOR MACHADO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Legislador? 
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SEÑOR SAUVAL.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Le- 
gislador. 


SEÑOR MACHADO.- Señor Presidente: no queremos 
abusar del tiempo de que dispone el señor Legislador, pero 
vamos a señalar lo siguiente. Pertenecemos al Batllismo, a 
un Partido Colorado de una fuerte matriz ideológica y 
doctrinaria para muchísimos temas, que ha marcado la vida 
política y social del Uruguay; en particular, en este tema, 
nos corta horizontalmente en términos de opinión. 


No vamos a acompañar el levantamiento del veto ejerci- 
do por el Poder Ejecutivo en forma parcial, y lo hacemos en 
función de nuestras convicciones más profundas. Quere- 
mos decir, además, que de sancionarse esta ley, sin duda el 
Uruguay tendría que revisar los principios que establece el 
Pacto de San José de Costa Rica. Y, como es obvio, algo que 
es realmente inobjetable hoy, 20 de noviembre de 2008, es 
el reconocimiento del fracaso en materia de educación sexual 
y reproductiva que hemos experimentado los uruguayos. A 
nuestro criterio, se está buscando un atajo para no encarar 
el verdadero problema que enfrenta nuestra sociedad y que, 
sin duda, implica una enorme responsabilidad y un deber 
que tenemos todos los uruguayos. Además, aquellos casos 
extremos están contemplados en la ley de 1938. 


Estamos convencidos de que la vida comienza en la 
concepción misma, de que allí se genera un ADN, huellas 
dactilares, un genoma único e irrepetible, y que no tenemos 
derecho a interrumpir ese proceso. De todos los derechos 
humanos que existen, el número uno, sin duda, es el derecho 
ala vida, y lo defendemos a rajatabla. Creemos en el carácter 
indisponible de la vida. 


Quiero hacer notar en esta sesión tan importante y tan 
solemne que, por ejemplo, la Bancada mayoritaria del Frente 
Amplio, cuando tiene dudas de orden filosófico, político, 
doctrinario o social, abreva en el pensamiento de Marx y 
Lenin o de Rodney Arismendi; el Partido Nacional abreva en 
el pensamiento de Herrera y de Wilson, y nosotros abreva- 
mos en el pensamiento superior de José Batlle y Ordóñez. 
Por eso habríamos querido, señor Presidente, que la expo- 
sición de motivos del 27 de junio de 1906, cuando José Batlle 
y Ordóñez envió al Parlamento de la República el proyecto 
de ley sobre abolición de la pena de muerte, integrara la 
versión taquigráfica de esta sesión. Allí está el pensamien- 
to de Batlle sobre lo que es la vida, que compartimos en su 
totalidad y que reafirmamos integramente para estribar en él 
nuestra posición de no acompañar el levantamiento del veto 
interpuesto por el Poder Ejecutivo en forma parcial. 


Gracias por la interrupción, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador Sauval. 


SEÑOR SAUVAL.- Señor Presidente: para comenzar, 
quisiera hacer referencia a tres cuestiones. 
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En primer lugar, nuestro Partido Independiente ha otor- 
gado libertad de acción a sus representantes para expresar- 
se y expedirse en este importante asunto que hoy tenemos 
a consideración. Así fue que se expresó oportunamente el 
señor Legislador Posada en todas las sesiones en que este 
proyecto de ley fue tratado y de la misma forma lo vamos a 
hacer nosotros esta tarde. 


El Partido, como tal, no ha tomado posición, y nos consta 
que en su seno coexisten en estos temas tan complejos y 
-¿por qué no?- debatibles, distintas formas de encare y 
diversas conclusiones. A todas ellas, así como también a 
todas las que se expresen en este recinto, extiendo mi mayor 
respeto y consideración. 


En segundo término, al encontrarme en uso de una 
suplencia, no he estado presente en las instancias anterio- 
res que han generado las observaciones del señor Presiden- 
te de la República. Sobre la interrupción voluntaria del 
embarazo ha habido no menos de nueve o diez iniciativas 
desde 1985 hasta ahora, incluyendo una del propio señor 
Legislador Posada, que data de hace varios años, y que no 
ha sido tomada en cuenta en sus aspectos esenciales. 
Quizás éste sea uno de los proyectos de ley más discutidos 
en los últimos tiempos. Mi ausencia en los debates anterio- 
res no me exime del conocimiento de tan arduas, largas y 
muchas veces inútiles discusiones entre posicionamientos a 
mi juicio muy radicales. No está en mi ánimo reproducir en esta 
instancia nuevos debates con viejos argumentos. Por lo me- 
nos de mi parte no existen argumentos nuevos, pero sí hay 
principios, convencimientos, certezas y también -¿por qué 
no?- dudas. Este conjunto de elementos habilitan un posi- 
cionamiento claro frente al asunto que nos ocupa esta tarde. 


Finalmente, queremos señalar que nos resulta una 
obviedad el argumento de que el señor Presidente de la 
República está en todo su derecho de expresar sus objecio- 
nes y observaciones en aplicación del artículo 137 de la 
Constitución. En realidad tiene la obligación de hacerlo si 
es su convencimiento, y mucho más si lo anunció con tanta 
antelación. Se trata de observaciones dadas a conocer 
desde hace mucho tiempo y que están en su nota con 
meridiana claridad. Muy compartibles, sus argumentos 
poseen un fuerte contenido legal, humanista y ético, y, 
además, agregan consideraciones nada menores, como la 
afectación a la libertad de empresa y la mala regulación de 
la objeción de conciencia. Encontrar en esta nota un ataque 
a los derechos humanos o cualquier otra inferencia por el 
estilo, resulta realmente sorprendente y fuera de lugar. 
Dentro de las polarizaciones posibles, quizá la más básica 
e importante en el proyecto de ley sea el enfrentamiento 
entre el derecho a la vida y el derecho de la mujer a disponer 
de su cuerpo por su sola voluntad, sin mediar circunstan- 
cias excepcionales, o mediando, pero con una redacción de 
la flexibilidad de la del artículo 8” del Capitulo Il; en otras 
palabras, la polarización entre la libertad individual de las 
personas -en este caso, de la mujer- y los derechos de otros. 


El conflicto no está aquí, ya que este asunto se ha 
resuelto hace siglos: la libertad de las personas termina 
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donde comienza el derecho de los demás. El punto está en 
saber dónde comienza la persona humana, tal como fue refe- 
rido por los señores Legisladores preopinantes. Coincidimos 
con el Mensaje presidencial y con el de todos aquellos que 
sostienen la existencia de la vida humana en su etapa de 
gestación. En esta etapa, la mera existencia es el valor 
supremo a considerar, con el agregado fundamental que 
resulta de considerar este derecho a la vida como un derecho 
natural superior a todos los demás. Sabemos lo que sucede en 
nuestro país con la penalización del aborto, según la ley del 
año 1938; sin duda, se trata de una realidad penosa. La 
sociedad en su conjunto, a través de su sistema educativo y de 
su formación en valores en general, está en deuda porque ha 
retardado por demasiado tiempo el encare a fondo de todos 
los temas relacionados con la salud sexual y reproductiva. 


Sentimos que no se podrá convencer con ninguna ley; 
el bache educativo se resuelve orientando y enseñando a 
los educandos, e invirtiendo en la formación de educadores 
que no solo consideren estos temas específicos, sino todo 
aquello relacionado con el rol clave de las familias, con el 
respeto a las personas, muy particularmente a las mujeres y 
sobre todo a las madres. Si la realidad socioeconómica está 
por detrás de prácticas que atentan contra la vida humana, 
tal como dice la nota del señor Presidente, pues allí está una 
de las prioridades de acción para una sociedad que se 
considere verdaderamente solidaria. 


Con estas consideraciones, vamos a votar respaldando 
las observaciones del señor Presidente de la República. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR ALFIE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ALFIE.- Se había pedido el voto sobre tablas de 
todas las observaciones, pero cuando se votó este proyec- 
to de ley en el Senado, de los catorce artículos observados 
solo nos opusimos a uno de ellos y a otros dos que son el 
reflejo de aquel. El primer artículo al que nos referimos era 
el 8, mientras que los otros dos eran el 7? -que refiere al 8”- 
y el 19, que es el que quita la pena referida al 8”. Todos los 
demás artículos los votamos favorablemente. 


Porlo tanto, solicitaríamos el desglose para poder votar, 
por un lado, los artículos 7”, 8” y 19 y, por otro, el resto de 
las observaciones que van desde el artículo 9” al 18 y el 20. 


SEÑOR PEREZ (Don Darío).- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREZ (Don Darío).- Voy a ser muy breve, 
porque simplemente quiero dejar una constancia. 
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Me hubiera gustado hablar sobre este tema porque me 
llega profundamente, tanto desde el punto de vista perso- 
nal como profesional. Aclaro que voy a acatar el acuerdo 
previo, pero me voy aretirar de Sala haciendo de cuenta que 
este proyecto de ley no se discutió -porque se llevó a cabo 
con el veto del señor Presidente de la República- y que esta 
Asamblea General no existió, porque hay 30.000 mujeres 
que igual se van a hacer el aborto a pesar de todo lo que se 
haya dicho aquí. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Silos señores Legisladores es- 
tán de acuerdo, en primera instancia pasaríamos a votar 
todos los artículos, excepto el 7”, el 8% y el 19, cuyo desglose 
fue solicitado por el señor Legislador Alfie. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Como el voto es nominal, 
creo que se podría votar al mismo tiempo por uno y otro 
grupo de artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que no existe una orien- 
tación reglamentaria explícita en ese sentido. 


Se va a votar la moción formulada por la señora Senado- 
ra. 


(Se vota:) 
(Interrupciones) 


-Desde el punto de vista de la votación, el resultado es 
afirmativo, pero desde el punto de vista del criterio político, 
es evidente que hay disconformidad. 


Están los que sostienen que el veto no es desglosable. 
La Mesa ha estado consultando a algunos profesionales de 
la Constitución, quienes han dicho lo contrario. Pongámo- 
nos de acuerdo, por favor, porque si no vamos a tener una 
discusión interminable sobre el procedimiento. Sugiero que 
para salir de esto, se vote tal como se había establecido al 
principio y queden desglosados los artículos que solicitó el 
señor Legislador Alfie. Si no, vamos a discutir dos horas 
sobre constitucionalidad y no nos vamos a poner de acuerdo. 


SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 
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SEÑOR PINTADO.- Señor Presidente: siguiendo su cri- 
terio, sugiero que en primer lugar se vote el levantamiento 
del veto de los artículos 7”, 8% y 19, y luego el del resto de 
los artículos. 


SEÑOR BORSARI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR BORSARI.- Creo que el veto es indivisible. La 
Asamblea General debe abocarse a votar por su confirma- 
ción o su levantamiento in totum; no es posible dividir el 
voto de esta Asamblea por un veto que viene del Poder 
Ejecutivo. En lo personal, me afilio a la tesis de los doctores 
que nos rodean, que han dicho que esta es la interpretación 
correcta de la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los problemas necesitan solu- 
ciones y estas pueden no ser las más exquisitas ni las más 
perfectas, pero acá existe un problema de contenido. 


Solicito al señor Legislador Gallinal que ocupe la Presi- 
dencia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Gallinal) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Francisco Gallinal).- Hay 
varios Legisladores que han solicitado la palabra, por lo que 
entraríamos en una discusión sin fin. Por lo tanto, la Mesa 
ha decidido tomar dos votaciones de carácter nominal: la 
primera referida a las observaciones del Poder Ejecutivo a 
los artículos 7, 8 y 19; y la segunda al resto de los artículos 
observados. 


Los Legisladores que voten por la afirmativa lo harán a 
favor del mantenimiento de las observaciones y los que lo 
hagan por la negativa, votarán por el levantamiento de las 
observaciones. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito que se explique bien cuál 
va a ser el procedimiento. 


(Interrupciones) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Francisco Gallinal).- Vamos a 
repetir la explicación y luego pasaremos a tomar la votación. 


La Mesa vaa tomar dos votaciones: una primera respec- 
to de las observaciones a los artículos 7, 8 y 19; y la 
segunda, sobre las observaciones a los restantes artículos. 
En ambos casos, quienes voten por la afirmativa estarán 
haciéndolo por el mantenimiento de las observaciones y 
quienes voten por la negativa lo harán por el levantamiento 
del veto. 


Tómese la votación nominal. 
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(Se toma en el orden siguiente:) 
SEÑOR ALFIE.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Francisco Gallinal).- Dado 


que el señor Senador Mujica debe retirarse, solicito que se 
le tome la votación. 


SEÑOR MUJICA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR AMARO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR ANTIA.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR ANTOGNAZZA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR ASTORI.- Voto por la negativa. 
SEÑOR BENTANCOR.- Voto por la negativa. 
SEÑOR CAMPANELLA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR CAMY.- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA DALMAS.- Voto por la negativa. 


SEÑOR DA ROSA.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR DOMINGUEZ.- Voto por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Francisco Gallinal).- Voto por 


la afirmativa. 


SEÑOR GARGANO.- Voto por la negativa. 
SEÑOR HEBER.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR LAPAZ.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR LONG.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR MICHELINI.- Voto por la negativa. 
SEÑOR MOREIRA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR PENADES.- Voto por la afirmativa. 


SENORA PERCOVICH.- Voto por la negativa. 


SEÑOR RIOS.- Voto por la negativa. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Voto por la negativa. 
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SEÑOR SEMPRONI.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR TAJAM.- Voto por la negativa. 

SEÑORA TOPOLANSKY.- Voto por la negativa. 
SEÑOR VAILLANT.- Voto por la negativa. 

SEÑORA XAVIER.- Voto por la negativa. 

SEÑOR ABDALA (Don Pablo).- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR AGUILAR.- Voto por la negativa. 
SEÑOR ALONSO.- Voto por la afirmativa. 


SENOR ALVAREZ (Don Alfredo).- Voto por la afirma- 


tiva. 


SEÑOR ALVAREZ LOPEZ.- Voto por la negativa. 
SEÑORA ARGIMON.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR ARREGUI.- Voto por la negativa. 
SEÑOR ASTTI.- Voto por la negativa. 

SEÑOR BARRAGAN.-- Voto por la negativa. 


SENORA BENITEZ.- Voto por la negativa. 


SENOR BIANCHI.- Voto por la afirmativa. 


SENORA BIANCHI.- Voto por la negativa. 
SEÑOR BLASINA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR BORSARI BRENNA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR BRENTA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR BRUNO.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR CABALLERO.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR CABRERA.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR CARAM.- Voto por la afirmativa. 


SENOR CARDOSO (Don José Carlos).- Voto por la 


afirmativa. 
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SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- Voto porla afirmativa. 


SEÑOR CASARETTO.- Voto por la afirmativa. 


SENOR CASAS (Don Alberto).- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR CASAS (Don Raúl).- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA CASTRO.- Voto por la negativa. 

SEÑORA CATALOGNE.- Voto por la negativa. 
SEÑORA COCCO SOTO.- Voto por la negativa. 
SEÑOR CONDE.- Voto por la negativa. 

SEÑORA COSTA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR CUSANO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA CHARLONE.- Voto por la negativa. 
SEÑOR DELEON.- Voto por la negativa. 

SEÑOR DELGADO.- Voto por la afirmativa. 


SENOR ELOLA.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR ENCISO CHRISTIANSEN.- Voto por la afirmati- 


SENOR ESPINOSA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR ECHEVARRIA.- Voto por la negativa. 
SEÑORA ETCHEVERRY.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR FERNANDEZ.- Voto por la negativa. 
SEÑOR GALBARINI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR GALLICCHIO.- Voto por la negativa. 
SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Voto por la negativa. 
SEÑOR GAMOU.- Voto por la negativa. 

SEÑOR GARCIA.- Voto por la afirmativa. 

SEÑORA GAUTHIER.- Voto por la negativa. 


SENOR GUADALUPE.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANTI.- Voto por la afir- 


mativa. 
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SEÑOR HERNANDEZ.- Voto por la negativa. 

SEÑOR IBARRA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR LACALLE POU.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR LORENZO.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR MACHADO.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR MAHIA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR MARTINEZ HUELMO..- Voto por la negativa. 
SEÑOR MAZZULO.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR MELGAR.- Voto por la negativa. 


SEÑOR MELGAREJO.- Voto por la negativa. 


SEÑOR MONZEGLIO.- Voto por la afirmativa. 


SENORA MOREIRA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR MUJICA (Don Gonzalo).- Voto por la negativa. 
SEÑOR NOVALES.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR ORRICO.- Voto por la negativa. 

SEÑOR ORTUÑO.- Voto por la negativa. 

SEÑOR OTEGUI.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR PAIS.- Voto por la afirmativa. 

SEÑORA PASSADA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR PEREZ (Don Esteban).- Voto por la negativa. 
SEÑOR PEREZ (Don Mario).- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR PEREZ GONZALEZ.- Voto por la negativa. 
SEÑOR PERRACHON.-- Voto por la negativa. 

SEÑOR PINTADO.- Voto por la negativa. 


SEÑOR POZZI.- Voto por la negativa. 


SEÑOR ROBALLO.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ SERVETTO.- Voto por la afirmati- 
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SEÑOR ROMBYS.- Voto por la negativa. 


SEÑOR ROSADILLA.- Voto por la negativa. 


SENORA ROSSOTTI.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voto por la negativa. 
SEÑOR SANCHEZ CAL.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR SAUVAL.- Voto por la afirmativa. 


SENOR SCHIAPPAPIETRA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR SERVETTO.- Voto por la negativa. 
SEÑOR SOUST.- Voto por la negativa. 


SEÑOR SOUZA (Don Arthur).- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR SOUZA (Don Juan Carlos).- Voto por la negati- 
va. 


SEÑOR TEXEIRA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR TROBO.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR VARELA NESTIER.- Voto por la negativa. 
SEÑOR YANES.- Voto por la negativa. 


SEÑOR ZABALETA.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Francisco Gallinal).- Dese 
cuenta del resultado de la votación de la Cámara de Sena- 
dores. 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


Han sufragado 29 señores Senadores: 14 lo han hecho 
por la afirmativa y 15 por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Francisco Gallinal).- Dese 
cuenta del resultado de la votación de la Cámara de Repre- 
sentantes. 


SEÑOR SECRETARIO (Dr. Marti Dalgalarrondo Añón).- 
Han sufragado 90 señores Representantes: 44 lo han hecho 
por la afirmativa y 46 por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Francisco Gallinal).- En con- 
secuencia, como resultado de la votación, conforme a lo 
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dispuesto en el artículo 138 de la Constitución de la Repú- 
blica, que exige tres quintos de votos del total de presentes 
de cada una de las Cámaras, se proclama que no se ha 
levantado el veto a los artículos 7”, 8% y 19 de la ley, por lo 
que se mantienen las observaciones del Poder Ejecutivo. 


A continuación, se procederá a tomar la votación nomi- 
nal respecto de los artículos 9, 10,11,12,13,14,15,16,17, 
18 y 20. 


(Se toma en el orden siguiente:) 

SEÑOR ALFIE.- Voto por la negativa. 

SEÑOR AMARO.- Voto por la negativa. 
SEÑOR ANTIA.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR ANTOGNAZZA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR ASTORI.- Voto por la negativa. 

SEÑOR BENTANCOR.- Voto por la negativa. 
SEÑOR CAMPANELLA.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR CAMY.- Voto por la afirmativa. 


SEÑORA DALMAS.- Voto por la negativa. 
SEÑOR DA ROSA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR DOMINGUEZ.- Voto por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Francisco Gallinal).- Voto por 
la afirmativa. 


SEÑOR GARGANO.- Voto por la negativa. 
SEÑOR HEBER.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR LAPAZ.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR LONG.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR MICHELINI.- Voto por la negativa. 


SEÑOR MOREIRA.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR PENADES.- Voto por la afirmativa. 


242-A.G. 


SEÑORA PERCOVICH.- Voto por la negativa. 
SEÑOR RIOS.- Voto por la negativa. 

SEÑOR SANGUINETTI.- Voto por la negativa. 
SEÑOR SEMPRONI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR TAJAM.- Voto por la negativa. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Voto por la negativa. 
SEÑOR VAILLANT.- Voto por la negativa. 


SEÑORA XAVIER.- Voto por la negativa. 


SENOR ABDALA (Don Pablo).- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR AGUILAR.- Voto por la negativa. 
SEÑOR ALONSO.- Voto porla afirmativa. 
SEÑOR ALVAREZ .- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR ALVAREZ LOPEZ.- Voto por la negativa. 
SEÑORA ARGIMON.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR ARREGUI.- Voto por la negativa. 
SEÑOR ASTI.- Voto por la negativa. 

SEÑOR BARRAGAN.- Voto por la negativa. 


SENORA BENITEZ.- Voto por la negativa. 


SENOR BIANCHI.- Voto por la afirmativa. 


SENORA BIANCHI.- Voto por la negativa. 
SEÑOR BLASINA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR BORSARI BRENNA.- Voto porla afirmativa. 
SEÑOR BRENTA.- Voto por la negativa. 


SEÑOR BRUNO.- Voto por la afirmativa. 


SEÑORA CABALLERO.- Voto porla afirmativa. 


SEÑOR CABRERA.- Voto por la afirmativa. 
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SEÑOR CARAM.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR CARDOSO (Don José Carlos).- Voto por la 


afirmativa. 


va. 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR CASARETTO.- Voto porla afirmativa. 
SEÑOR CASAS (Don Alberto).- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR CASAS (Don Raúl).- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA CASTRO.- Voto por la negativa. 

SEÑORA CATALOGNE.- Voto por la negativa. 
SEÑORA COCCO SOTO.- Voto por la negativa. 
SEÑOR CONDE.- Voto por la negativa. 

SEÑORA COSTA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR CUSANO.- Voto por la afirmativa. 

SEÑORA CHARLONE.- Voto por la negativa. 

SEÑOR DELEON.- Voto por la negativa. 


SEÑOR DELGADO.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR ELOLA.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR ENCISO CHRISTIANSEN.- Voto por la afirmati- 


SENOR ESPINOSA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR ECHEVARRIA.- Voto por la negativa. 
SEÑORA ETCHEVERRY .- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR FERNANDEZ.- Voto por la negativa. 
SEÑOR GALBARINI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR GALLICHIO.- Voto por la negativa. 
SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Voto por la negativa. 
SEÑOR GAMOU.- Voto por la negativa. 


SENOR GARCIA.- Voto por la afirmativa. 
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SEÑORA GAUTHIER.- Voto por la negativa. SEÑOR PINTADO.- Voto por la negativa. 
SEÑOR GUADALUPE.- Voto por la afirmativa. SEÑOR POZZI.- Voto por la negativa. 
SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Voto por la afirma- SEÑOR ROBALLO.- Voto por la afirmativa. 
tiva. 
SEÑOR RODRIGUEZ SERVETTO.- Voto porla afirmati- 


SEÑOR HERNANDEZ.- Voto por la negativa. va. 

SEÑOR IBARRA.- Voto por la negativa. SEÑOR ROMBYS.- Voto por la negativa. 

SEÑOR LACALLE POU.- Voto por la afirmativa. SEÑOR ROSADILLA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR LORENZO.- Voto por la afirmativa. SEÑORA ROSSOTTI.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR MACHADO.- Voto por la afirmativa. SEÑOR SALSAMENDI.- Voto por la negativa. 
SEÑOR MAHIA.- Voto por la negativa. SEÑOR SANCHEZ CAL.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR MARTINEZ HUELMO.- Voto por la negativa. SEÑOR SAUVAL.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR MAZZULO.- Voto por la afirmativa. SEÑOR SCHIAPPAPIETRA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR MELGAR.- Voto por la negativa. SEÑOR SERVETTO.- Voto por la negativa. 

SEÑOR MELGAREJO.- Voto por la negativa. SEÑOR SOUST.- Voto por la negativa. 

SEÑOR MONZEGLIO.- Voto por la afirmativa. SEÑOR SOUZA (Don Arthur).- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA MOREIRA.- Voto por la negativa. SEÑOR SOUZA (Don Juan Carlos).- Voto por la nega- 


tiva. 


SENOR MUJICA (Don Gonzalo).- Voto por la negativa. 


Ñ SENOR TEXEIRA.- Voto por la afirmativa. 
SENOR NOVALES.- Voto por la afirmativa. 


A SEÑOR TROBO.- Voto por la afirmativa. 
SENOR ORRICO.- Voto por la negativa. 


a a SEÑOR VARELA NESTIER.- Voto por la negativa. 
SENOR ORTUNO.- Voto por la negativa. 


ye SEÑOR YANES.- Voto por la negativa. 
SENOR OTEGUI.- Voto por la afirmativa. 


y SEÑOR ZABALETA.- Voto por la afirmativa. 
SENOR PAIS.- Voto por la afirmativa. 


SENOR PRESIDENTE (Dr. Francisco Gallinal).- Dese 
cuenta del resultado de la votación en lo que respecta a la 
Cámara de Senadores. 


SEÑORA PASSADA.- Voto por la negativa. 


SEÑOR PEREZ (Don Esteban).- Voto por la negativa. 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
SEÑOR PEREZ (Don Mario).- Voto por la afirmativa. 


- Han sufragado 28 señores Legisladores: 12 lo han hecho 
SENOR PEREZ GONZALEZ.- Voto por la negativa. por la afirmativa y 16, por la negativa. 


SEÑOR PERRACHON.- Voto por la negativa. SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Francisco Gallinal).- Dese 
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cuenta del resultado de la votación en lo que respecta a la 
Cámara de Representantes. 


SEÑOR SECRETARIO (Dr. Marti Dalgalarrondo Añón).- 
Han sufragado 90 señores representantes: 44 lo han hecho 
por la afirmativa y 46, por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Francisco Gallinal).- En con- 
secuencia, como resultado de la votación conforme a lo 
dispuesto por el artículo 138 de la Constitución de la Repú- 
blica, que exige tres quintos de votos del total de presentes 
de cada una de las Cámaras, se proclama que no se ha 
levantado el veto alos artículos 9”, 10,11,12,13,14,15,16, 
17, 18 y 20, por lo que se mantienen las observaciones 
realizadas por el Poder Ejecutivo. 


6) SE LEVANTA LA SESION 


(Así se hace. Es la hora 17 y 19 minutos.) 


SEÑOR JOSE MUJICA 
Presidente en Ejercicio 
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Dr. Marti Dalgalarrondo Añón 
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Sr. Nelson Míguez 
Director General del Cuerpo de Taquígrafos del Senado 
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